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INTRODUCCIÓN 

Lafigura del recurso administrativo constituye una prerrogativa 

con que cuenta el particular para defenderse de los actos de la autoridad 

administrativa que violen sus derechos subjetivos públicos. Es pues, el. 

instrumento idóneo para limitar la actuación de la autoridad /:fdministrativa y 

al mismo tiempo combatir su negligente o deficiente modo de condllcirse. 

Sin embargo, en nuestro país es común que esta .figura se 

considere unfreno para el logro de la aplicación de jusJicia rápida y expedita; 

y en ocasiones, hasta un enredo burocrático, pues si el mismo particular es 

quien promueve, no está exento de cometer errores en S1l interposición y por 

ende, retardaría su tramitación. 

Otra circunstancia alÍn más preocupante es el hecho de que en la 

prácLica cotidiana. la tramitación del recurso administrativo, no genera 

muchas expectativas de que la autoridad corrija los errores en que incurrió, 

. sino que, como ya lo dijimos, simplemente se constituye en una pérdida de 

tiempo para el recurrente. 

No obstante todo esto, no debe perderse de vista que esta vía 

constituye un cimiento o la base de la defensa que ante los Tribunales se haga 

en contra de un acto administrativo. 

r .~ 



En la presente investigación se pretende brindar l/na semblanza 

teórica acerca del recurso administrativo, que nos permita comprender la 

utilidad práctica que representa el recurso de revisión en la Ley Federa! de 

Procedimiento Administrativo, como un medio de unificación de los recursos 

administrativos en general, qlle permitan una mqyor facilidad, de inte'posición 

al gobernado por cl/amo a condensar trámites, plazos y requiSitos. 

Para la realización del presente trabajo hemos adoptado la 

siguiente estructuración: 

En e/ capítulo primero, se plantea I/n panorama histórico del 

recurso administrativo en nuestro país partiendo de /0 etapa Prehispánica, la 

etapa Colonial y la etapa Independiente hasta la etapa Contemporánea. 

Por lo que hace al segundo capitulo, en él se plasma el marco 

teórico emergido de las aportaciones hechas al respecto por connotados 

tratadistas de la materia. 

En cuanto al capítulo tercero, se trató de desarrollar la forma 

como se tramita el recurso administrativo en general, lo cual nos permitirá 

tener lIna mejor perspectiva al momento de tratar el objetivo central del 

presente estudio. 
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En el capítulo Cl/Orlo, nos avocamos al análisis de recursos 

administraiivos establecidos en diversas leyes en materia administrativa. 

Finalmente. el capítulo quinto contiene el prml,o central de la 

investigación de mérito. apuntando en él. un análisi~· ~e las normas 

establecidas por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo para la 

substanciaci6n del recurso de revisión, así como l/na critica ~ propuesta para 

corregir las difidencias presentadas por el citado ordenamienlo. 

1II 
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CAPÍTULO PRIMERO 

ANTECEDENTES DEL RECURSO ADMINISTRATIVO 

ENMÉXICO. 

Conocer los antecedentes de cualquier tema nos permite tener 

una visión de la evolución que ha tenido a lo largo del tiempo. En el caso del 

recurso administratwa, su regulación como tal en nuestro paÍs es en cierto 

modo reciente. Empero, en algunas o/ras etapas impar/tintes de nuestra 

historia colonial, ya se dan algunos esbozos de los mismos. 

Precisa~nte en el presente capítulo realizaremos una breve 

remembranza de los recursos administrativos en nl/estra legislación, durante 

las etapas más representativas de la historia de México, para saber de que 

manera los derechos de los gobernados eran respetados y salvaguardados 

frente a los actos de la autoridad administrativa. 

No quisiéramos dijar de lado el hecho que los recursos 

administrativos los podemos concebir dentro del Estado de derecho, como 1In 

medio de defensa que gozan los particulares frente a los actos de autoridad, 

evitando se cometan arbitrariedades conculca/orias de los derechos subjetivos 

del gobernada. 

La necesidad de limitar la actuación de la autoridad en 

cualquiera de los ámbitos en que se refleja su ejercicio, originó el surgimiento 

de u;" instrumento que propugnara por el derecho de defensa de los 



gobernados ante los actos de sus gobernantes, de este modo nace a la luz 

jurídica el recurso, como el medio idóneo para combatir esa deficiente manera 

de conducirse de las autoridades. 

J.J. ETAPA PREHlSPÁNICA. 

Durante esta' época coexistieron diversas cII/11Il"as (azteca, 

chichimeca, tolteca, zapoteca, etc.) que tenían distintas formas de 

organización e instituciones jurídicas, sociales y económicas; pero que tenían 

como característica común todas ellas el que la actuación de /a autoridad 

prácticamente no admitía reclamación, puesto que ésta recaía en la figura del 

Tlatoani como representante máximo del Estado Azteca, que era el pueblo que 

dominaba la gran meseta del Anáhuoc y la gran parle de Jo que se conoce 

crmo mesoamérica. Cabe mencionar que es precisamente este predomino de 

una sola cultura y Ja reciedumbre de su manera de actuar lo que no permitía 

que se impugnaran las decisiones de la autoridad, ni por parte de los súbditos 

del reino Azteqa y muc:ho menos por parte de los pueblos sometidos, ya que el 

principal sostenimiento del Imperio Mexica eran los tribU/os que les imponía 

tanto a sus gobernados como a sus conquistados. Los pueblos vencidos eran 

los que sopor/aban la mayor parte de las exigencias pecuniarias de los 

vencedores. También el pueblo de los reinos coaligados contribuía al 

sostenimiento de su Estado respectivo. 

Cuando un pueblo era vencido por el Imperio Azteca, se le 

imponía un tributo de acuerdo a sus recursos. Consistia ese tributo en una 

cantidad de efectos que e/ pueblo o la provincia sometidos. entregaban 
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periódicamente a sus conquistadores (dos o tres veces al año, o cada ochenta 

días, según el paclo). 

"Los conquistadores, además del tributo que imponían a los 

vencidos, se apoderaban de algunas tierras del pueblo conquistado; el rey 

otorgaba la propiedad de esas tierras a los guerreros o a lps nobles, como 

premio a sus servicios, con lodo y los poseedores de las mismas que desde 

entonces eran una especie de esclavos de la tierra". 1 

<;Jeneralmente los mismos tributarios estaban obligados a 

entregar el tributo en las capitales de los reinos; pero con objeto de hacer 

recaudaciones especiales y para obligar a los trilm/drios a cumplir 

exactamente lo prometido, había recaudadores que exigían el tributo por 

cuenta y razón. Los recaudadores estaban organizados por categorías. Los 

principales se reunían en Palacio y tenían bajo su mando a otros que 

recaudaban tribulos a cienfami/ias. Bajo éstos, estaban los que cobraban a 

veinte familias. 

Los recaudadores de tributos tenían la facultad de vender a los 

insolventes como esclavos. 

Como se podrá observar, al igual que muchos otros pueblos 

primitivos que llegaron finalmente al estado sedentario, los aztecas, en los 

momentos anteriores a la conquista eran un pueblo agricultor. Sin embargo, 

no eran los aztecas los que cultivaban la tierra, sino Jos pueblos que habían 

I Mendieta y Nuñez, Lucio, El Derecho Precolonial, Edit. Porrúa, 601. Edición, México, 1992. 
pág. 56. 
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quedado sometidos a su Imperio, los que hacían trabajar en su provecho. 

Consecuentemente el yugo que la máxima autoridad Mexica imponía a su 

súbditos no tenía límites y por ende no había forma de que filera rebalida. 

En resumen, en este período no se regll/aba la existencia de 

algún mecanismo de defensa de los particulares frente a la aut()ridad. 

1.2. ETAPA COLONUL. 

Esta etapa de la historia que comprende de la Caida de la Gran 

Tenochtitlán, hasta antes de la Consumación de la Indep~ndencia en los 

albores del siglo XIX, Irego consigo la implantación del dominio español en 

suelo patrio durante tres siglos, que se tradujo en la imposición de 

ordenamientos provenientes de España, tales como el Fuero Juzgo, la 

Novísima Recopilación, las Leyes de Indias principalmente. 

La importancia de este período por cuanto al tema que nos 

ocupa radica en que se conocen los recursos administrativos, aunque 

ciertamente no eran conocidos con tal denominación. Así lo hace constar el 

maestro Gonzalo Armienta Hernández, quien afirma que: "ya en la Colonia 

los recursos administrativos tenían por objeto cambiar los abusos de las 

autoridades fiscales... iban dirigidos en especial a aJacar aquéllas 

resoluciones que no se ajustaban a la disposición impositiva". 2 

1 Armiehta Hernáhdez, Gonzalo, Tratado Teórico Práctico de los Recursos Administrativos. 
Edit._Porrúa, S.A. 3a.ed., México, 1996, pág. 53. 
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De lo anterior se deduce que el objeto de los recursos 

administrativos era muy restringida, pues su procedencia estaba 

condicionada a abusos cometidos por autoridades fiscales, no ajustadas a la 

norma impositiva. Por lo que, a contrario sensu, se infiere qile tratándose de 

actos de otra autoridad qlle no fitera la fiscal, independientemente que no 

fitera apegada a derecho, no cabría el recurso de reforeneia. Por tanto, 

podemos considerarlo !In recurso imperfecto. 

Por cuanto a su procedimiento, podemos señal(lr las siguientes 

reglas: 

a) Se interponía directamente ante el Virrey enforma escrita. 

b) Una vez que era recibido el escrito imptlgnatorio por el 

Virrey, ordenaba a una comisión que revisara la tasación hecha, para que está 

opinara al respecto y se resolviera en forma definitiva. 3 Valf decir entonces, 

que el sentido de la resolución del Virrey dependía en gran' parle de lo que 

dictaminara la Comisión referida. 

Por cuanto al tiempo que llevaba su tramitación, era 

aproximadamenJe de 1/n. año y medio, y siempre se le daba traslado al 

encomendero. 4 Luego entonces, se aprecia que era bastante tardada la 

resolución del mismo, 10 que en cierta manera hacia nugatorio el fin que se 

perseguía con su interposición. 

.1 Sánchez. León, Gregorio, Derecho Fiscal. pág. 15. 
-1 El encomendero, hojo cuya sujeción áiucfo se encontrahan los natura/es de /a Nu~'a Espcrña. 
era aquella persona que se enctll'gaba de determinar y percibir los tributos. 

5 
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Al respecla, Alonso de Zorita señala: "Acabada la Cl/enta del 

pueblo tráese a la audiencia, tásase y aCl/den los indios a decir que la cuenta 

no esta buena y a pedir que les desagravien, porque el tributo que les 

han impuesto es excesivo: dase traslado al encomendero, dura el pleito un 

- d"" 11 5 ano y me 10, o mas o .. menos .... 

Si bien· el Virrey tenia plenas facultades para decidir sobre la 

procedencia de un reCurso interpuesto como consecuencia de un abuso o 

exceso de la autoridad, había casos en que el propio Virrey acordaba /l/marlo 

a un magistrado para que éste resolviera en definitiva el problema. 

La mayoría de las ocasiones las autoridades superiores de la 

colonia ponían en movimiento el aparato protector en respuesta a l1n 

requerimiento particular, la denuncia de un abuso o un exceso, por 

información o queja. Sí la información o la queja llegan al Virrey, éste puede 

tratar de hacer que desaparezca el agravio por la vía guberndtiva, expidiendo 

una orden a las autoridades o particulares que lo cometan. 

"Cuando el Virrey no estima oportuno emitir una orden que 

pueda poner fin al abuso, hace intervenir a la justicia, mandando a algún 

magistrado que se informe y resuelva según derecho ". 6 

Es evidente que en los regimenes absolutistas que 

prevalecieron tanto en la época precolombiana y colonial no existieran o se 

hubiesen establecido los recursos administrativos como lal para obtener la 

j Zorita,Aloltso de, BUI'e y Sumaria Relación de los Sel;ores de la N'lewI Espoiia, Edit:. UNAM, 
2(1 ed, México, 1963, póg.152. 
6 Mira"da, José, El Tributo Indígena en In NueJ'fl Espolia Durnnle el Siglo XVl plíg. 152. 
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anulación de los actos de las autoridades que los representaban, ya 

que, como sabemos la característica de este tipo de gobiernos es que se 

concentraba en un solo hombre todas las decisiones, las que no admitían 

impugnación alguna. 

1.3 ETAPA INDEPENDIENTE. 

Aún cuando el país logró independizarse de la oorona española, 

en los inicios de su etapa libre, continuaron rigiendo leyes esti(blecidas por la 

corqna española, tal es el caso de la Novísima Recopilación, : el Fuero Juzgo, 

el Fuero Nuevo, el Fuero Nuevo de Castilla, las Leyes de Iridios, las Reales 

Ordenanzas de Sevilla, entre otras. En aquél entonces el país vivió un período 

sumido en el letargo de una República incipiente donde el principio de su 

establecimiento exigía que consolidara su independencia al exterior gracias al 

reconocimiento de sus vecinos y de aquel/os países que ya ~stacaban como 

grandes potencias tanto en el terreno económico, como en lo ,político y no se '.\ 

diga en el aspecto bélico donde muchos de estos países a/car¡zaron una gran 

extensión de sus. dominios territoriales. 

La transición que tuvo que soportar la incipiente. nación jile muy 

dificil, pues se vio inmersa en sucesos que no permitían el establecimiento de 

un orden jurídico. Al consumarse la Independencia e iniciaftse la deplorable 

aventura que fue el Imperio, el orden lejos de mejorar, entró en mayor 

deterioro. Se inició así el período de un gobierno centralista que 

prácticamente tampoco admitió disposición en contrario, el país vivió entonces 

aciagos días en los que esta forma de gobernar se asimilaba a la de una 

Monarquía voluntariosa, estos es, que pretendia hacer creer a sus súbditos 
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que se haJlaban bajo un régimen diferente y esta sería la mejor forma de 

iniciar el despegue hacia una nueva vida. Fue ésta una etapa en la vida del 

país en la qlle no se cOntó ni con el tiempo suficiente, ni can él clima propicia 

para qUe la nación lograra su transformación en la República ',Federal qrie hvy 

conocemos. 

En años subsecuentes se sucedieron numerosos hechos que 

ocasionaron tln desorden total en todos los ámbitos de la vida nacional, que 

originaron la imposición de medidas absurdas, tal es 'el caso de la 

determinación de Antonio López de Santa Anna, de crear contribuciones sobre 

perros, puertas y ventanas, consignando su producto al erario. gubernamental. 

Estas medidas tributarias que se dieron en este períad& de dictadura, 

particularmente durante la entronización de López de Santa Alma, exceden los. 

limites de la razón de ser del Estado y demuestran la intran~,igente magnitud 

que alcanzó este tipo de gobierno. No obstante qlle es/a efelpa Iuvo su fin y 

con ella se derogaron las absurdas disposiciones que imp~raban, en años 

subsecuentes continuaron SI/cediéndose n1lmerosos hechos qll? no permitieron 

buen desarrollo~de los diversos ámbitos de la vida nacional. El desorden que 

siguió imperando fue aprovechado por las diversas potencias que tuvieron 

como pretexto el constituirse como acreedores del Gobierno Mexicano para 

invadir y :;J?-0derarse de un país que se preocupaba más en la disputa por el 

poder que en la consolidación de un Estado joven y vigoroso. 

En este período realmente no se tienen noticias de la existencia' 

de los recursos administrativos, puesto que las condiciones socia1es y políticas 

no eran las propicias para su creación. Si acaso se tiene conocimiento de la 

" ... Ordenanza General de Aduanas Maritimas y Fronterizas del 28 de enero 
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de 1885, en la cllal existió un recurso de revisión contra las resoluciones 

pronunciadas por los administradores de aduanas, el cual podía ser 

interpuesto, a elección del particular, ante la Secretaría de Hacienda o en el 

Juzgado de Distrito competente".' 

En la Ordenanza citada se aprecia un avance en cuanto o la 

autoridad ante quien se tramitaba el "ecurso de revisión, J;uesto que podía 

hacerse valer ante una autoridad administrativa o judicial; lo que ofi'ecia 

mayores alternativas de protección a los intereses de los particulares. 

1.4. ETAPA CONTEMPORÁNEA. 

Después del triunfo de la revolución MeXicana, con la consabida 

promulgación de la Constitución Federal (primera en el mundo de carácter 

social), es que comienzan a expedirse varias leyes fiscales, que constituyen los 

antecedentes inmediatos, no únicamente de los que hoy conocemos como 

recursos administrativos, sino de! Contencioso Administrativo. " Entre las 

más impor/an/es podemos destacar los siguientes: 

1) La Ley para la Calificación de las infracciones a las Leyes 

Fiscales y la Aplicación de las Penas, expedida en ]929, la el/al crea el 

Jurado de Penas Fiscales, cuyas resoluciones eran recurridas ante la 

Secretaria de Hacienda. 

7 Armienta Hemández. Gonzalo, Op. cit., pág. 54. 
, Idon. 
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2) El Reglamento de la Ley para la Recaudación de los 

Impuestos sobre Sueldos, Salarios, Emolumentos, Honorarios y Utilidades de 

las Sociedades y Empresas, del 21 de flbrero de 1924, que instituye un recurso 

administrativo ante la Junta Revisora. 

3) La Ley del Impuesto sobre la Renta de 1925, contemplaba un 

reCl/rsO contra las resoluciones emitidas por las Juntas Calificadoras. 

4) La Ley de Organización del Servicio de Justicia en Ma/eria 

Fiscal para el Departamento del Distrito Federal, que instauró en 1929 el 

Jurado de Revocación para conocer de las inconformidades de los 

particulares contra las resoluciones en materia tributaria por las autoridades 

del Distrito Federal. 

Cabe destacar que durante el sexenio del presidente Luis 

Echeverria Alvarez (1970-1976) hubo un desarrollo substancial de 

reglamentación de los recursos administrativos, puesto que las leyes 

administrativas expedidas en tal lapso destinaban algún capítulo a aquéllas. 

En síntesis, en la medida que en nuestro país ha imperado el 

Estado de Derecho, han ido prolijerando las leyes que contemplan a los 

recursos administrativos, como un mecanismo de defensa de los gobernados 

frente a los actos de los gobernantes no apegados a la ley Y si bien desde la 

Época Colonial, se tenían nociones de aquéllos, lo cierto es que hasta el 

presente siglo se puede hablar de una reglamentación enforma de los mismos. 

10 



CAPÍTULO SEGUNDO. 

MARCO TEÓRICO DEL RECURSO ADMINISTRATIVO. 

Un Estado de Derecho (como el nuestro) i,mplica que la 

actuación de los órganos del mismo deben estar apegados a la ley, es decir, 

todo aclo de autoridad debe estar debidamente jimdado y motivado, 

respetando las. garantías individuales de los gobernados: 

Infortunadamente no en todos los casos el actuar del poder 

público es conforme a derecho, lo cual puede obedecer a diversas causas, 

interpretaciones erróneas, exceso en el cumplimiento de SlIS funciones o 

arbitrariedades de los órganos encargados de su aplicación, lo cual provoca 

conculcación a los derechos de los gobernados. 

Ante tal situación, el legislador consideró la necesidad de dotar 

de un medio de defensa a los particulares que pudieran hacer valer ante una 

autoridad superior, frente a los actos ilegales de una inforior, a efecto de 

modificar o revocar la resolución emitida por éste. Es así como surge el 

recurso. Ahora hien, el reciJrso administrativo constituye linO especie del 

género que son los medios de defensa, el cual fue creado con el objeto de que 

los particulares tuvieran a su alcance un medio para impugnar las 

resoluciones de la autoridad adminis,;ativa, antes de acudir al juicio de 

garantías. 

Puesto que el recurso de reforencia posee características 

propias, que lo distinguen de otros recursos previstos en otras leyes, es la 

JI 
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necesidad de abarcar su estudio, que nos permita comprender su naturaleza, 

esencia y otras generalidades. Lógicamente que para hacerlo es preciso 

partir de lo genérico, es decir, del concepto de lo que es el medio de defensa; 

el recurso en general, para después adentrarnos al recurso administrativo en 

particular. 

2.1. CONCEPTODEMEDJODEDEFENSA 

Dentro del sislema jurídico mexicano, existen instrumentos 

legales a través de los cuales los particulares que se sienten afectados por una 

resolución pronunciada por una autoridad, pueden impugnarlas, a efecto de 

lograr que impere el estado de derecho y que la actuación de los órganos del 

Estado esté siempre apegada a los cauces legales. 

Tales instrumentos legales pues/os al servicio de los 

administrados son los medios de defensa, que como su nombre lo indica, son 

todos aquéllos gue le permiten al afectado, acudir ante otra ihstancia legal a 

efecto de que revise la resolución o acto imugnado y en caso de gue se 

acredite alguna irregularidad, sean revocados o modificados aquéllos y en 

caso contrario, se confirme la resolución impugnada. 

En este marco, los medios de defensa han sido definidos por la 

doctrina de la siguiente manera: 

El maestro Rafael de Pina Vara manifiesta que los medios de 

impugnación son aquéllos que permiten a los afectados "combatir las 

resoluciones de los jueces cuando entienden que no se ajustan al derecho. 

12 
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Los medios de impugnación comprenden tanto los recursos como los procesos 

autónomos de finalidad impugnativa. La finalidad de los medios de defensa es 

la de ofrecer la oportunidad de corregir los errores en que 10& Jueces puedan 

incurrir en la aplicación del derecho, ya no por malicia, sino ~implemente por 

dificultades propias de sujimción yen atención (¡ lafalibilidad humana"· 

Por otra parte, en opinión del procesalisla Equardo Paliares 

considere¡ que los medios de impugnación "no sólo compre1ide los recursos 

ordinarios y extraordinarios que pueden hacer valer contra las resoluciones 

judiciales, sino todos aquéllos que sirven para combatir las nesoluciones que 

pronuncien las autoridades en general ". 10 

Como puede apreciarse, los medios de definsa vienen a ser todos 

los instrumentos legales creados por el Estado y previstos en la ley, a través 

de los cuales los afielados por IIna resolución de autoridad, pueden 

impugnarlas cuando aficlen las definsas del quejoso, logrando con ello que la 

actuación de aquélla se encuentre siempre apegada a derecho. 

2.2. CONCEPTO DE RECURSO. 

Antes de proceder a conceplualizar al recurso, es preciso 

conocer primeramente el significado de la acepción "recurrir" pues de ésta se 

deriva aquélla. Gramaticalmente "recurrir" significa: "dirigirse a uno 

9 Pina Vara, Rafael de. Diccionario de Derecho, Edil. Porrúa, S.A., 20a, ed, 1994, pág. 276. 
/(1 Paliares, Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil Edil. PorrlÍa, S.A., 200, ed. México, 
1991, pág. 298. 
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para obtener alguna cosa o valerse de un medio. Entablar recurso contra una 

reso[ución".ll 

Héclor Jorge Escola afirma que recurrir "es, en sentido general 

acudir ante un juez y otra auloridad, con alguna demania o petición, 

para que sea resl/elta, es también acogerse a favor de alguien o emplear 

medios no comunes para el logro de una finalidad". 12 

Pasando a refrrirnos al concepto de recurso, a continuación 

citamos y comentamos algunas opiniones vertidas por los doctos en la 

materia. 

Agustín A. Gordillo estima que los recursos, en sentido amplio 

SOn " ... todos los remedios o medios de protección al alcance d1?1 administrado 

para impugnar los actos y hechos administrativos ilegítimos, y en general para 

defrnder sus derechos respecto de la administración pública". 13 

Consideramos que esta definición es conji/Sa por cuanto a et!tablecer que el 

recurso tiene por objeto impuguar hechos y actos administrativos ilegítimos, lo 

cual resulta conjilso, pues consid1?ramos que aquél procede contra actos de 

aútoridad, sea administrativa o judicial, que sean ilegales y no ilegítimos, ya 

que ésto último implica un respaldo popular. Aunque cabe aclarar que este 

mismo autor posteriormente corrige su definición anterior, al señalar que "el 

recurso es el medio de impuguación por excelencia con. que cuenta el 

particular para impugnar los actos tanto de la autoridad admin.istrativa como 

11 Diccionario de la Lengua Española, ptÍg. 878. 
11 Escola, Héctor, Jorge, Tratado Teórico Práctico de los Recursos Administrativos. Ediciones 
Depalma, BuenosAires, 1967,p. :;09. 
13 Armienta Hernández. Gonzalo, op. cit. pág. 56. 
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de la jurisdiccional, con el cual debe contar todo país que se considere 

democrático": l4 

Héctor Jorge Escala expresa que el recursO " ... es el medio por el 

cual las partes pueden promover el control de la legalidad de la sentencia de 

un juez o de la resolución de una autoridad cllalquiera, siendo esa 

acción un elemento integrante del derecho de defensa que constitucionalmente 

le corresponde"./5 Esta definición la estimamos acertada ya' que habla de un 

medio que se hace valer contra cualquier acto de autoridad, para preservar el 

principio de legalidad que deben revestir éstos. 

Luego entonces, podemos definir el recurso como el medio de 

defensa con que Clienta el particular para impugnar las resoluciones y actos 

de autoridad (administrativa o judicial) no apegados a la ley. 

2.3 CONCEPTO DE RECURSO ADMINISTRATIVO. 

Cuando hablamos del recurso administrativo ya no estamos 

re;firiéndonos al recurso en general, sino a Un recurso en particular, en que se 

delimita su campo al conflicto surgido entre administración y administrados, 

con motivo de una resolución pronunciada por la primera en forma ilegal, 

que afecta al segundo. Esto es, cl/ando, el particular está inconforme con 

algún acto o resolución pronunciados por la autoridad administrativa, la 

ley les otorga en su favol' la posibilidad de impugnarlos, para que sean 

modificados o revocados. 

Ji ldem. 
J$ Escola, Héc/or Jorge, Op. dI. pdg 209. 
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Entonces, el recurso adminístrativo viene a ser, en opinión de 

Emilio Margáin, " ... todo medio de defensa al alcance de los particulares para 

imptlgnar, ante la administración pública, los aclos y resoluciones, por 

violación al ordenamiento aplicado o falta de aplicación de la disposición 

debida ... (dando) origen a una controversia entre la administración y el 

administrado, de cllya resolución pueden conocer los tribunales ". lb 

La definición propuesta por este tratadista la consideramos 

acertada, IOda vez que establece que es el recurso administraAivo 1m medio de 

defensa en favor de los particulares, su objeto impugnar ante la 

administración pública los actos y resoluciones pronunciadas contraviniendo 

las normas conducentes o por la indebida aplicación de las mismas. 

Por otro lado, Héctor Jorge Escala manifiesta que "el recurso 

administrativo es una actividad de control correctivo que se promueve a 

instancia de parte interesada contra un acto administrativo ". 17 Tiene razón 

este autor cuando expresa que es un. medio de control de los actos de la 

autoridad administrativa, puesto a disposición del particular afectado, para 

vigilar que estén apegados a la ley. 

También las maestros Luis Humberto Delgadillo y Manuel 

Lucero Espinosa exteman las siguientes ideas con respecto al recurso 

administrativo: "La necesidad de que la administración cuente con un 

adecuado medio de control de sus actos, a través del examen que le permita 

recorrer nuevamente el procedimiento que los generó con el fin de verificar 

16 Margáin 'Mahatou, Emilio. El Recurso Administratil'o en México, Edit. PontÍa S.A., 3" ed, 
México, 1995, pág. 18. 
17 Jorge Escola, Héelor, Op. cil. pag. 217. 
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que se ajusten al orden legal y asegurar la legalidad administrativa, dio lugar 

al establecimiento de los recursos administrativos. Este medio de auto te/a se 

pone a disposición del administrado para hacerle ver a la administración las 

fallas o las deficiencias lega/es de su actuación y, de esta miJInera optar por 

una resolución que se encuentra apegada a la ley", 18 

Lo que comentan estos tratadistas es cierto, pues; 111 creación de 

los recursos administrruÍVos obedeció a la necesidad de' supervisar la 

actuación de los órganos de la administración evitl1nc!o' se cometieran 

atropellos a los derechos de los administrados, y en caso dli que así no se 

hiciere poner a disposición de éstos un medio de defensa que revise la 

actuación de la I1dministrl1ción, para que en caso de existir aJguna violación 

legal, volver a emitir una resolución que efectivamente esté apagada a la ley. 

Rafael Entrena Cuesta define al recurso admitzistrativo como 

" ... un acto con el que un sI/jeto legitimado pide a la Administración que revise 

una resolución administrativa, o excepcionalmente, un acto trámite, dentro de 

los plazos y con arreglo a las jormalidades pertinentes ". }9 

Este maestro incluye dos cuestiones que no habían sido 
I 

consideradas por los anteriores doctrinarios: 111 primera, referidl1 a que el 

afectado debe eS/l1r legitimado, es decir, debe interponer el recurso 

únicamente la persona que directamente es I1fectada en su esfora jurídica por 

la resolución, pI/es de lo contmrio se sobreseería por falta de interés jurídico; 

u Delgaúillo Gutiérrez. Luis Humberlo y Lucero Espinosa, Manuel. Elementos de Derecho 
Administrativo. Edit. Limusa, la. ed México, 1989, pág. 183. 
19 Entreno Cuesto? RafaeJ. Curso de Derecho Adminmrntivo Vol. 1, EdiL TeCRos, Mndrid, 1984, 
pág. 300. 

17 



y la segu?da, relativa al cumplimiento de las formalidades para su 

interposición, pues no basta que la ley prevea un recurso administrativo en 

favor del particular, sino que éste tiene que hacerlo valer en el plazo legal y 

satisfaciendo los requisitos previstos en el ordenamiento correspondiente. 

GalJino Fraga concluye que "el recurso administrativo 

constituye un medio legal de que dispone el particular, fifectado en sus 

derechos o intereses por un acto administrativo determinado, para obtener en 

los términos legales, de la autoridad administrativa, una revisión del propio 

acto, afin de que dicha autoridad lo revoque, lo anule o lo refarme en caso de 

encontrar comprobada la ilegalidad o la inoportunidad del mismo". 20 

La definición propuesta por este maestro es sumamente 

completa, siendo de destacar el objeto del recurso traducido en S1l revocación, 

anulación o modificación, cuando se resuelva su ilegalidad. 

cuestión ahondaremos más adelante. 

Sobre esta 

Después de vertir varias definiciones acerca del recurso 

administrativo, contamos con elementos suficientes para emitir una opinión 

sobre el particular, la cual queda redactada en los términos siguientes: 

Recurso administrativo es el medio de defensa creado por la ley a favor del 

particular, para impugnor los aclOs y resoluciones de la autoridad 

20 Fraga, Gabino, Derecho Administrativo, Edit. Porrúa, S.A., 330 etl, M¿"ico, 1994, pág. 433. 
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administrativa no apegadas a derecho, a efreto de que sean revisadas por la 

autoridad emisora, yen su caso los modifique, revoque o nufijique. 

2. 4. NATURALEZA JURíDICA. 

Acerca de la naturaleza Jurídica del recU/!<o administrativo 

se han difimdido varios pareceres de los tratadistas, sin existir consenso 

al respecto. 

(¡mdamentales 

Empero. podemos aseverar que existen dos posturas 

re/ación a la naturaleza del recurso 

administrativo, a saber: corno prerrogativa de la autoridad; y , como acto o 

corno derecho. 

1) Conw prerrogalil'Q de la autoridad. 

Entre los autores que se inclinan por este punto de vista se 

encuentran: 

Jesús González Pérez, quien enfatiza "que si ésta (la 

autoridad administrativa) puede, por sí, sin acudir a los tribunales, dirimir 

Jos conflictos que surgen entre ella y los administrados, precisamente en 

ejercicio de esa misma facultad decide los recursos que se deducen 

contra los actos administrativos ". JI 

:u <¡onzá/ez Pérez, JesÚs, Los Recursos Administrativos. Madrid, BolelÚ, Oficial del Estado, 1969, 
págs. 35 y 36. 
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Haurioll -citado por el Licenciado Armienta Hernández- externa 

que "los recursoS administrativos son una jorma de que la administración 

pública se haga justicia por s[ misma ", 22 

Igualmente, Niceto Alcalá Zamora, al señalar que "",el recurso 

administrativo como una de las especies de la autadejensa, por medio de la 

cual la administración regulariza aquellos OCIOS que se' desvían de la 

legalidad, cuya obsetvancia constituye su fin primordial", 23 implícitamente 

otorga mayor importancia al recurso administrativo como potestad de la 

autoridad para corregir sus actos y resoluciones ilegalest que como medio de 

defensa del particular, 

Estamos en desacuerdo con la postura de considerar al recurso 

administrativo como una .prerrogativa de la autoridad, pues más que un 

derecho es una obligaéión que tiene ésta de vigilar y garantizlI1r que SllS actos 

y resoluciones estén siempre apegadas a derecho, y de no hacerlo las 

modifiquen o revoquen, En todo caso, estaríamos hablando de una 

oportunidad que la propia ley otorga a la autoridad administrativa de 

subsanar sus actos ilegales, antes de que se haga del conocimiento de los 

tribunales, tales irregularidades, 

Si bien, "mediante el recurso administrativo se le da la 

oportunidad a la administración pública para corregir sus errores, pero ello 

no significa qlle su finalidad sea precisamente otorgar IIna prerrogativa a la 

autoridad, si no más bien es su consecuencia, pues fimdamentalmente sirve de 

:J] Cfr. Armienla Hemánde"", Gonzalo, Op. cit., pág. J9. 
1] Alcalá Zamora y Castillo, Nicero, Proceso, Autocompm..ición v Alltode(ensa, Colección de 
Textos Jurídicos Unil)ersitarios, México, 1970, pág. 48. 
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instrumento al particular para que éste, en la vía prejudicial, pueda obtener de 

la autoridad la modificación o la invalidación de una resolución ilegal ". u 

2) Como acto o COIIIO derecho. 

La postura doctrinal que considera al recurso administrativo 

como un derecho o facultad del particular para inconformarse contra un acto 

9 resolución administrativa es la más socorrida. No obstante, hay otros que 

lo estiman como un acto jurídico. 

En este marco, Juan Carlos Casagne comenta: "Tratándose de 

una voluntad del par/icular que produce efictos jurídicos respecto de la 

adminislracion y las demás personas legitimadas en el procedimiento, es 

evidente que el recurso administrativo es un aclo jurídico y no un derecho. No 

debe conjimdirse, pues, el derecho de recurrir que es emanación conjunta del 

derecho de peticionar a las autoridades y de la garantía de la definsa 

trasladada al plano administrativo, con su manifestación concreta en el acto 

por el cual se recurre u
. 25 

En otras palabras, este autor sustenta su creencia de que el 

recurso administrativo es un acto j1JrÍdico por el hecho de tratarse de una 

manifestación externa de la voluntad de! particular afectado, la cual provoca 

la actuación de la autoridad, cuya resolución será productora de 

consecuencias jurídicas para todas las partes que intervienen. Y por ende. el 

derecho viene a ser la facultad de todo particular para recurrir los actos o 

2# Arm;enla HernlÍndez, Gonza/o, Op. cit., pág. 59. 
1$ Cassagne, Juan Cario$. Derecho Adm¡n;str"';~'o! Tomo 1I, Edit. Abeledo P~rrot. Buenos Aires, 
1985, pags. 475 y 476. 
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resoluciones de la autoridad administrativa, derivada de la garantía 

constitucional del derecho de petición, que exterioriza a través del recurso 

referido. 

Agustfn Gordillo afirma "el recurso es un acto cuando se refiere 

al ejercicio efectivo Y'concreto del derecho a recurrir, o sea, '1 la presentación 

de un escrito para interponer el remedio procesal pertinente ". 26 

El maestl'o Humberto Briseño Sierra establece: "",el recurso 

es un derecho de instancia que debe estar clara y específicamente 

consignado en la ley o reglamento aplicables al caso c<in/rovertido ... el 

recurso es una instancia que impugna la resolución de una autoridad y 

no una contradicción de derechos particulares ... ". 27 Este maestro 

aporta una nueva noción respecto a la naturaleza del recurso administrativo, 

al considerarlo como una instancia, en la cl/al no se trata de resolver 

un confiicto de Intereses entre particulares (puesto que el particular 

aftctado no interpone el recurso contra 011'0 particular), sino recurrir 

una resolución de autoridad no apegada a los cauces legales. Refilerza 

tal aseveración en base a las siguientes razones: 

A) "El más elemental es el derecho de petición, porque, se ha 

visto es de eficacia conocida, pero de eficiencia desconocida". 

26 Gordillo, Agustín A., Op. Cit., págs. 97y 98. 
27 Briseño Sierra, HUftlberlQ, Derecho Procesal Fiscal, Cárdenas Editor)' Distribuidor, 2a, ed., 
México, 1975, pág. 100. 
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B) "Después de la simplicidad de la petición, se encuentra una 

instancia cu.ya pretensión va un poco más allá de la simple eficacia de la 

respuesta: La denuncia". 

C) "Otro paso adelante establece el tercer derecho de instancia: 

La querella". 

D) "La queja administrativa, especialmente lafiscal, se distingue 

de la querella penal, en que no se endereza contra otro particular, sino por 

razón de actos de autoridad". 

E) "En cambio, el derecho de instancia llamado recurso, es ya 

un título que significala objeción al acto de autoridad". 28 

Recapitulando las opiniones vertidas por los especialistas, 

concluimos que el recurso administrativo es 1In acto jurídico, por cuanto a 

representar la externación de voluntad que hace un particular aftctado por 

una resolución de (jl/toridad emitida ilegalmente, a eJecto de crear 

consecuencias jurídicas traducidas en la revocación o modificación de 

aquélla; siendo distinto al derecho a recurrir, que vendría a se/' la facultad 

que la ley otorga al particular para inconformarse por una resolución de 

autoridad e impugnarla por los medios que pone a S1l alcance. 

Nuestra poslllra al respecto es la siguiente: El recurso 

administrativo es un derecho. porque es una facultad con que cuenta el 

particular para impugnar los actos y resoluciones de autoridad, que le causan 

1'/dem, págs. 98-99. 
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peljuicio en su esferajurldica. Pero también estamos de acuerdo con que es 

un acto jurídico. pero no cuando el particular externa S1I voluntad mediante el 

escrito en que hace valer el recurso. sino en el momento en que la autoridad 

resuelve éste y emite una declaración de voluntad que produce consecuencias 

jurídicas. traducidas en la revocación, modificación o confirmación del acto 

recurrido. 

Al margen de las dos posturas enumeradas, existe aIra posición 

explicativa de la naturaleza jurídica del reCurso administraliyo, la cual niega 

importancia técnica y juridica a éste, afirmando que "Sí büin en el recurso 

administrativo se puede· solicitar a la Administración lIna determinada 

resolución basándose en consideraciones de hecho más que legales. y por el 

contrario, en el contencioso exclusivamente se toman en cuenú, razonamientos 

jurídicos, dicha situacián no implica la imposibilidad de hacer uso de esto 

último. toinbién con carácter exclusivo en un recurso administrativo, y que se 

considera que toda exigencia técnica que condicione la procedencia del 

recurso o limite la acción del órgano revisor del acto, contribuye a negar la 

justicia más elemental o ha hacer nugatoria la garantla o defensa que 

significa el recurso administrativo para el derecho de los partict/lares ... " 29 

Consideramos que es/a postura no es del todo errónea, porque 

a final de cuentas dilucidar sobre la naturaleza jurídica del reCl/rso 

administrativo, inclinándonos por considerarlo acto jurídico, derecho o 

prerrogativa de la allIOf'idad, son cllestionamientos meramente doctrinarios. 

La verdadera impor/ancia del citado recurso reside en servir como un 

:19 NlI\'a Negrete, Alfonso. Recursos Adm;n;stra(ú,os. Edit. Trillas, México, /987, pág. 65. 
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instrumento creado por el legislador en favor del particular, oponible a la 

autoridad administrativa en contra de actos o resoluciones ilegales, en arás de 

que se haga una revisión del mismo, y en caso de declararse procedente, se 

proceda a S1l revocación o modificación, resguardando de este modo el estado 

de derecho, 

2.5 IMPORTANCIA. 

Los tratadistas consideran que el recurso administrativo posee 

algunas ventajas, frente a las cuales hay ciertas desventajas. Como ventajas 

se enumeran las siguientes:so 

1) Es un eficaz control de legalidad de la actuación de la 

autoridad administrativa, La autoridad administrativa (o cualquier otra) tiene 

la obligación de obsewar en su actuación los preceptos jurídicos. Pero puede 

ocurrir que la all/oridadsea incompetente; omita los reqlJlsitos formoles 

exigidos por la norma; existan vicios procedimentales que lesionen las 

defensas del recurrente; se haya dictado resolución en contravención del 

precepto aplicable o no se aplicó la que correspondía, etc. En este caso, se 

actualiza en favor del particular el derecho a interponerlo, . con lo cual se 

obliga a la autoridad administrativa a respetar el principio de legalidad, con 

la consiguiente revocación o modificación de la resolución recurrida. 

2) Permite a la autoridad administrativa corregir en forma 

interna sus resoluciones o actos ilegales. En ocasiones sucede que la 

30 Margáin Mallatou, Emi/iq, Op. cit. pág. 18. 
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autoridad administrativa emite resoluciones absurdas, carentes de razón y 

sentido jurídico, lo que deja entrever en muchos de los casos la falta de 

conocimiento en la maleria por parte de sus funcionarios. Sin embargo, para 

evitar que todas esas deficiencias de la administración salgan a relucir en un 

juicio, la propia ley brinda la oportunidad a la autoridad administrativa para 

que revise sus propios actos y resoluciones, subsanando las irregularidades 

que hubiere cometido. 

Retomando las palabras del maestro Emilio Matgáin Manatou: 

"No dejaría bien parada a la administración que en un juicio se demostrara 

qlle el fimcionario resolvió sin tener idea del problema que se le planteó o 

pasó por su conocimiento, o bien dictó resolución adversa porque es de los 

que piensan que por ser la administración siempre tiene la razón, o de malaje, 

sea para dejender intereses bastardos o vengar agravios personales, por lo 

que en estos casos el recursO administrativo opera como un 'cedazo', dejando 

que lleguen a los tribunales únicamente los asuntos en que esos vicios no se 

presentan". 31 

Este recurso le permite al particular actuar por Sil propio 

derecho, ahorrándole gastos de patrocinio a través de abogado. Del mismo 

modo no se exigen tantas formalidades en su tramitación, ya que por ejemplo, 

basta la presentación de su escrito simple en que manifieste su inconformidad 

contra un acto de autoridad y el porqué de aquélla, para que se le de 

entrada, y en el desahogo de las pruebas no se exigen tantos requisitos como 

en un tribuna!. 

31 ldem. 

26 



3) Permite a la autoridad administrativa COnocer en la 

inconformidad, de aquellas lagunas o fallas de técnica legislaliva 

existen/es en la ley, qlle tal vez no convenga que e/ reclamante exhiba 

ante un tribunal, pues la publicidad que se da a la sentencia será 

mayor, en comparación con la que pudiera tener la resolución 

administrativa en que se diera la razón al particular, 

4) El panicular tiene la posibilidad de que la autoridad al 

resolver el recurso lo haga tomando en consideración a la justicia. más 

que al derecho en virt,lId 'de poder tomar en cuenta circunstancias que 

un tribunal no puede examinar, 

5) Se evita una carga excesiva de trabqjo para los 

tribunales, al resolverse ante la propia autoridad el recurso 

administrativo, haciéndose del conocimiento de aquellas controversias entre 

administración y administrados que así lo ameriten. 

6) Se vuelve más rápida la justicia administrativa para el 

particular, puesto que al darse cuenta la autorzdad que incurrió en 

algún 'error peljudicial para aquél, y para evitarle mayores males, 

ordena inmediatamente dejar sin eficto el acto combatido, A diforencía 

de lo que ocurre con el tribunal en donde, aún' allanándose la 

autoridad a las pretensiones del particular, debe esperarse a que se dicte 
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sentencia, lo cual implica esperar varios meses, dada la carga de trabajo del 

tribunal. 

Frente a las ventajas indicadas. Emilio Margáin refiere las 

siguientes desventqjas da los recursos administrativos: 32 

1) Los fimcioizarios de la administración pública resuelven el 

recurso administrativo en sentido favorable a ellos, en atención a que 

consideran tener siempre la razón. Ante tales circunstancias se ha estimado 

que el recurso administrativo, más que un instrumento de defensa del 

particular, se convierte en tiempo y dinero perdidos, dado que rara vez se 

resuelve en forma favorable a ellos, constituyéndose en un requisito que debe 

agotarse previamente pára poder interponer el juicio ante el tribunal 

correspondiente. 

2) "Las decisiones importantes, por regla general, se llevan al 

acuerdo de la autoridad superior, por lo que al intentarse el recurso 

administrativo, se sabe, de antemano, que la resolución recurrida se 

conjirmará, es decir, la autoridad emisora sabe que su acto será recurrido, y 

busca con el superior jerárquico, como evitar errores o precisar posibles 

argumentos que no lo nulifiquen". 33 

3) Al saber la autoridad administrativa que no tiene la razón 

retarda más la resolución del recurso administrativo, en peljuicio del 

particular. 

J1 Mem, pág. 21. 
JJ Idem, póg. 22 .. 
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Como podemos apreciar, el recurso adminislrativo plantea 

mayores pros que contras, Y éstos últimos están determinados, no tanto por 

una mala regulaciónjurídlca, sino por una actitud Irresponsc¡ble asumida por 

la autoridad administrativa. Por tanto, debe lucharse pOi: erradicar esos 

vicios, para que pueda aspirarse a l/na verdaderajuslicla administrativa. 

2.6. CLASIFICACIÓN. 

Dentro de la doctrina se han emitido diversas clasificaciones del 

recurso administrativo, atendiendo a sus finalidades, objetivos, naturaleza, 

entre otros criterios, destacando las siguientes: 

Agustín A. Gordillo, los clasifica en: 

a) Por su origen legal y expreso; 

b) Por su origen reglamentaria; y 

e) Por su origen analógiCO e interpretativo. 34 

Héctor Jorge Escola los divide del modo siguiente. 

-Según su finalidad: De juridicidad y de oportunidad. 

.u Gordillo, Agustín A, Procedimiento v Recursos Administrativos. Jorge Af¡'orez Editor buenos, 
1964, pág. 95. 
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-Según su objeto: 'el de revocación, el de adecuación. y el de 

substitución. 

-Según su clase: En reCl/rsos ordinarios, especiales, 

extraordinarios y excepcionales . . 3~ 

El tratadista Miguel Margáin Manalo" los clasifica: 

a) En atención a la autoridad anle quien se inte/pone. 

b) En atención a quien lo interpone. 

e) En atención al objeto que se persigue. 

d) En atención a la materia. 

e) En atención al ordenamiento que lo establece. 

j) En atención a su naturaleza. 

g) En atención a nl/estra legislación federal. 36 

Consideramos que ésta última clasificación es la más completa, 

razón por la cual nos avocaremos a su estudio. 

Jj Escola, Héctor Jorge, Op. eit. póg. 240. 
36 Margáin Manatou. Emilio, Op. cit. pág. 35. 

JO 

:_."<. .:1-



a) En atención a la autoridad ante qllien se interpone: 

En base a ese criterÍO, existen tres clases de recurso: 

J- Los que se promueven ante la misma auloridad.- Son aquéllos 

promovidos ante la propia autoridad que emitió el acto recurrido. 

Se ha estimado que es aconsejable este recurso tratándose de 

errores de menor importancia, como los aritméticos o de cálculo; pero no en 

el caso de revisiones de fondo del asunto, pues en la mayoría de los casos no 

cambia el sentido de la resolución. 

2. Los que proceden ante el superior jerárquicq.- Quiere decir 

que el recurso administrativo se promueve ante IIna autoridad de jerarquía 

superior a la que emitió el acto recurrido. 

3. Los que conoce IIna comisión o dependencia especial.- Son los 

que se interponen ante una autoridad que no guarda relación alguna respecto 

a la autoridad emisora del acto impugnado. 

Consideramos saludable el que los recursos administrativos sean 

resueltos por autoridad distinta a la que emitió el acto impugnado, pues, 

retomando las palabras del maestro JeslÍs González Pérez, " ... implica IInas 

mayores garantías de acierto que la decisión de los mismos recursos por los 

órganos a los que se encomienda la gestión de los asuntos administrativos ", 37 

J7 GonZfÍfez Pérez. Jesús, Los Recursos Administra/il'os. Publicaciones Abel/a, Madrid 1984, 
pág.904. 
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salvaguardando la imparcialidad de los fallos y una valoración objetiva de los 

hechos y pruebas aportadas. 

b) En atención a quien lo interpone: 

}. Por quien tenga interés legítimo direc/o.- "Tiene interés 

legitimo directo el que es titular de la resolución emitida por la autoridad 

administrativa". 38 O sea, enes/e caso la persona a lo cual directamente 

afecta la resolución recurrida. 

2. Por quien tenga interés legitimo indirecto.- "Tiene interés 

legitimo indirecto, cualquier otra persona cuyos intereses legítimos y directos 

resulten afectados por el acto administrativo de gestión". 39 En este supuesto, 

quien interpone el recurso no es la persona en cuya contra se pronuncia la 

resolución, sino la que reciente IQs efectos de ésta. 

e) En alenci&n al objeto que se persigue: 

}. Recurso de revocación o reconsideración.- Tiene por objeto 

que la autoridad emisora de la resolución impugnada la reconsidere, toda vez 

qlle peljudica por motivos ajenos al fondo del asunto, es/o es. se pretende la 

revocación (total o parcial) de la resolución impugnada. por tener errores 

aritméticos, de cálculos o de procedimientos. 

JI lbidem, pág. 37. 
J9 ¡dent .. 
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2. Recurso de revisión.~ Se busca que el superior jerárquico o la 

comisión o dependencia especial revise la resolución recurrida por contenér 

violaciones de fondo, hechas valer por el particular. 

Comentario al margen merece el que en nuestra legislación y 

doctrina no se han puesto de acuerdo en relación al nombre del recurso 

atendiendo al objeto que se persigue, motivo por el cllal en algunos 

ordenamientos se les llama: De inconformidad, de revisi6n, de revocación, de 

reconsideración, entre otros. No obstante, el Tribunal Fiscal de la 

Federación. tratando de no peJjudicar al recurrente cuando este denomina 

erróneamente al recurso administrativo promovido, ha sostenido el siguiente 

criterio: 

"RECURSOS ADMINISTRATIVOS. NO DEBEN 

SUJETARSE A FORMULAS SACRAMENTALE8.- Los recursos 

administrativos no se encuentran constreñidos a fórmulas sacramentales, 

porque las mismas están suprimidas en nuestro Derecho Pruilivo como se 

desprende de los artículos 270 y 271 def Código Federal de Procedimientos 

Civiles, 82 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal ... y 

159 del Código Fiscal de la Federación. Por ello es incorrecto que la 

autoridad pretenda exigir como requisito de procedencia, que se incluya 

forzosamente el término "recurso de revocación", cuando el ocurso que se 

presente ante la autoridad, relÍna los elementos suficientes para inferir que se 

trata de esa instancia". (Revisión No. ¡ ¡ 9/93, Revista del Tribunal Fiscal de 

Octllbre de 1984,p. 265). 

d) En atención a la materia. 

33 



De acuerdo a este criterio, clasificatorio la autoridad 

administrativa puede emitir resoluciones sometidas) unas veces al derecho 

administrativo (la mayoría) y atras al derecha privado. Coma ejemplo de 

estas tíllimas puede señalarse el supuesto en que la autoridac( administrativa 

celebra un contrato con particulares, en cuyas cláusulas acepta someterse, 

para efectos .de SU intiMpretaeión o cumplimiento, a los tribunales judiciales 

del ji/ero común, en tal supuesto, no puede restringirse la interlención de estas 

dichos tribunales creandose recursos administrativos que previamente deban 

agotarse antes de someter el conflicto ante la autoridad judicial, pues ello 

significaría conculcar los derechos adquiridos por los particulares. 

e) En relación al ordenamiento que lo establece. 

En nuestro sistema jurídico mexicano existe unajerarquización 

de las normas, de acu?rdo a su importancia. Así tenemos que, en un primer 

plano se encuentra la Constitución Federal en su calidad de Ley Fundamental, 

de la cual derivan ordanamientos secundarios adjetivos, reglamentarios, entre 

otros. Trasladando estas consideraciones al ámbito dé los recursos 

administrativos, se qjirma que éstos pueden establecerse en la ley o en el 

reglamento, pero en éste tíltimo caso no debe ser de ejecución, toda vez que sí 

aquélla no los prevé, es ilegal que el reglamento los cree, ya que, de acuerdo a 

su naturaleza juridica, cumple únicamente la función de mejor proveer a la 

aplicación de la ley. 

"De lo anterior se concluye que el reglamento puede prever la 

existencia de un recurso administrativo sólo cuando se trate de un 

ordenamiento autónomo, como lo es el Reglamento de Policía y Buen 
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Gobierno, ya que en este caso el Reglamento no estará violando o 

excediéndose de ley alguna". '0 

j) En atención a su natl/raleza. 

1. Recurso Administrativo obligatorio.- Es aquél que 

forzosamente debe agotar el particular antes de acudir a juicio. 

2. Recurso administrativo optativo.- Es el recur:¡o que queda a 

discreción del particular el agotarlo o acudir a juicio directamente. Sin 

embargo el particular no puede interponer al mismo tiempo ambos medios de 

defensa, teniendo que renunciar a uno de e/los, pues de lo contrario 

desecharán ambos. 

g) En atención a nuestra legislación federal. 

1. Espeaiales.- Son los recursos establecidos en leyes especiales. 

como aquéllos contemplados en las leyes administrativas. 41 

2. Generales.- Son aquéllos previstos en un ordenamiento de 

aplicación sl/pletoria en todo lo no contemplado por los ordenamientos 

especiales, verbigracia: los recurso contemplados en el Código Fiscal de la 

Federación. 

IU Margáin Mana/ou, Emilío, Op, cit. pág. 39. 
II El único recurso administra/lI'o especial en materia tributaria, es el previsto en el artículo )42 
de la Ley Aduanera. 
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Dentro de esta misma clasificación se habla de reCursos 

universales y especificos. "Los primeros se agotan contra todo acto que tenga 

su origen en la aplicación de una ley. sin importar la causa de ilegalidad que 

se va a hacer valer, así sea de incompetencia, por violaciones de 

procedimiento, formalidades o de fondo, y los segundos sólo contra 

determinados actos", 42 

Dicho de 011'0 modo, los recursos universales vienen a 

ser los interpuestos contra la existencia de cualquier causa de ilegalidad, 

como acontece en la hipótesis precisada en el artículo 473 de la Ley General 

de Salud. Mientras que los recursos especificos proceden cdntra tma causa 

concreta prevista en la ley, tal como sucede con el recurso' de revocación 

contemplado a¡ el último párrafo del inciso c) de la fracción VII del artículo 

59 de a Ley Federal de Protección al Consumidor, el cual procede en contra 

de las resoluciones que impongan multas en el juicio arbitral seguido ante la 

Procuraduría Federal del Consumidor. 

2.7. ELEMENTOS Y REQUISITOS. 

1. ELEMENTOS. 

Los elementos del recurso administrativo se clasifican, en 

opinión de la mayoría de los tratadistas, en esenciales y secundarios. A 

continuación estudiaremos cada uno de éstos. 

n Margáin Manatou, Emilio, Op. cit., pág. 45. 
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A) ESENCIALES. 

A estos elementos los define el maestro Emilio Margáin como 

" ... aquéllos que necesariamente deben darse para que se haga valer un 
J ~ J recurso auministralivo", mientras que Gonzalo Armienta consiuera que 

son " ... consubstanciales a la existencia y a la validez del recurso 

administrativo >l. 44 

En lo tocante a cuales son los elementos esenciales del recurso 

administrativo. Emilio Margáin y Gonzalo Armienta estiman que son dos: 

l. El establecimiento del recurso administrativo en un 

ordenamiento legal.- Atendiendo al principio de legalidad que rige en 

nuestro sistema jurídico mexicano y al cual deben apegarse las autoridades 

administrativas, se entiende este elemento como la necesidad de estar previsto 

y regulado el recurso administrativo en alglÍn cuerpo normativo, pudiéndose 

ser en una ley o reglamento. 

2. La existencia de lIna resolución administrativa.- Debe haber 

una decisión de la autoridad administrativa que afecte directamente el interés 

jurídico del particular y que constituye' la materia, objeto del recllrso 

administrativo. Empero, no basta la existencia de la resolución administrativa 

para la procedencia del recurso, sino qlle es menester la reunión de varias 

características, a saber: 45 

"3 !dem, pág. 49 
44 Armienta Hernández. Gonzalo, Op. cit. pág. 80. 
45 Margáin Manatou, EmjJjo, Op. dI. P. 57. 
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a) Que sea definitiva. - Cuando la autoridad emisora de la 

resolución administrativa no puede modificarla por sí misma. 

b) Que sea personal y concreta.- Esto es, la resolución 

impugnada debe aftctar o callSar peljuicio en forma diref'ta y especifica 
, 

al particular recurrente, y no tratarse de resoluciones de carácter 

general, abstracta e impersonal, que sólo lo causarían hC1f/ta el momento 

de su aplicación. 

e) Que cause un agravio.- Lo cual significa que la resolución 

debe causar un agravio a lesión a los intereses o derechos del recurrente. 

d} Que conste por escrito, excepción hecha de la 

derivada de una negativa ficta.- La resolución recurrida debe estar 

plasmada en un escrito o en una negativa ficta, la cual surge CIlando la 

autoridad administrativa guarda silencio respecto a una petición 

presentada por un particular, durante el plazo señalado por la ley (cuatro 

meses), de lo cl/al se entiende que la autoridad resolvió desfavorablemente 

al interés del particular. 

e) Que sea nueva.- Quiere decir que la resolución recurrida 

" ... resuelva no haya sido objeto de otra resolución anterior dirigida a la 

misma persona o aluda a hechos que no han sido consentidos, expresa o 

tácitamente, o que no han sido materia de recurso administrativo, o que no 

han sido materia dejuicio, o que no han sido de un recurso especial". -/6 

16 Margáin Manatou, Emilio, Op. cit. pág. 57. 
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El maestro Sergio Francisco de la Garza, además de los 

elementos esenciales del recurso administrativo ya referido, estima que 

quedan incluidos dentro de tal categoria los siguientes: 47 

a) La autoridad administrativa que debe trami/arlo y 

resolverlo.- El ordenamiento legal debe determinar con 'claridad cual es la 
, 

autoridad encargada de substanciar y resolver el recurso administrativo. 

b) La afictación de un derecho o un interés jurídico del 

recurrente.- Pensamos que este elemento queda inmerso den/ro de las 

características de la resolución recurrida. 

c) La obligación de la au/oridad de dictar nueva resolución en 

cuanto al fondo.- Samas de la opinión que éste no es elemento del recurso 

administrativo, sino una consecuencia lógica de su tramitación. 

B) SECUNDARIOS. 

Los elementos secundarios son definidos por el tratadista Emilio 

Margáin, como "aquéllos cuya ausencia no vician o constituyen una laguna 

infranqueable para la validez del recurso administrativo, son elemen/os cl/ya 

omisión por el legislador no originan la inexistencia del recurso n . ./8 

Por otra parte. Gonzalo Armienta comenta con relación a los 

elemen/os secundarios lo siguiente: "... no son indispensables para la 

~7 Garza, Sergio Francisco de {a, Derecho Financiero Mexicano. Edit. Porrú(1, S.A., J 8(1 de., 
México, /994, pág. 779. 
11 Margáin Manatou, Emilio, Op. cit. p. 49. 
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existencia del recurso, pero sí para que cumpla con aquellos requisitos que 

dentro de un régimen de derecho, debe satisfacer la autoridad administrativa 

y, fimdamentalmente, cuando se trata de revisar la legalidad de su 

propios actos". 49 Luego entonces, podemos afirmar qu~ los elementos 

secundarios del recurso administralivo vienen a ser aquéllos cuya ausencia no 

conlleva a la inexistencia del mismo, pero son menester para garantizar que 

las resoluciones de la autoridad estén apegadas a la ley. 

En lo tocante a los elementos secundarios, 

Margáin, indica los siguientes: 50 

el maestro Emilio 

a) Término dentro del c/lal ha de hacerse valer.- La ley debe 

establecer con claridad el término dentro del el/al debe hacer valer el 

particular el recurso administrativo. En caso de no ser así, y tratándose de la 

materia tributaria, el artículo 121 del Código Fiscal de la Federqción ordena 

que el recurso se interponga dentro de los 45 días siguientes a aquél en 

que sllrta efrctos la notificación del acto impugnado. Y en caso de que la 

omisión del término provenga de una ley administrativa, se entenderá que su 

interpOsición se hará en cualquier tiempo. 

b) Autoridad ante quien debe hacerse valer.- El ordenamiento 

legal debe especificar cual será la autoridad competente para conocer y 

resolver el recurso admini¡¡trativo, pero de no preveerse este elemento, se 

interpondrá ante el titular de la dependencia correspondiente, la cual indicará 

~9 Armienla Hernández, Gonzalo, Op. cit. págs. 82-83 
.50 Margáin Manatou, Emilio, Op. cit. págs.. 61-62. 
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el funcionario encargado de conocer y resolver el recurso, a condición que tal 

facultad sea delegable de conformidad con el reglamento interior de aquélla. 

Tratándose de la materia tributaria no existe problema 

alguno, puesto que el Código Fiscal de la Federación en Su artículo 121 

prescribe con claridad: "El escrito de interposición del recurso deberá 

presentarse ante la autoridad competente en razón del domicilio del 

contribuyente o ante la. que emitió o ejecutó el acto impugnado ... n. 5/ 

Infortunadamente, no todas las leyes administrativas regulan a este 

respecto. 

c) Período de admisión de pruebas.- El recurrente goza del 

derecho de poner a disposición de la autoridad ante quien se tramite el 

recurso administrativo, 1011 medios de prueba que tenga para demostrar la 

ilegalidad de la resolución recurrida. Sin embargo, tiene la obligación de 

hacerlo dentro del plazo que fije la ley, so pena de perder su derecho a 

hacerlo. 

d) Plazo en el cl/al ha de resolverse el recurso una vez 

desahogadas las pruebas.- Nuevamente encontramos otro problema con 

respecto a este elemento, habida cuenta que algunas leyes señalan el plazo 

dentro del cual la autoridad tiene la obligación de resolver, y otras no. 

Tratándose de la materia tributaria, el Código Fiscal de la Federación señala 

que tendrá que hacerlo dentro un plazo que no será mayor de cuatro meses 

contados a partir de lafecha de interposición del recl/rso. 

~J Código Fiscal de: la Federación, Edit. Pomía, México, 1998, 51" ed, pág. 108. 
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e) Momento en que empieza a correr el término. - Pese a no 

existir consenso en nuestra legislación en torno a esta cuestión, el término 

empieza a correr al dia siguiente a aquél en que surta efectos la notificación 

del aCIO a impugnarse. 

j) Libertad para impugnar la nueva resolitción ante los 

tribunales. - Sí la resolución que recaiga al recurso aciminislralivo es 

desfavorable al recurrente, éste debe gozar del derecho de combatirla ante los 

órganos. 

2, REQUISITOS. 

Según la doctrina, los requisitos de los recursos 'administrativos 

son de dos clases: esenciales y formales. A los cuales por ahora habremos de 

reftrirnos a ellos de manera enunciativa, puesto que en capítulo subsecuente 

habremos de désarrollarlos de manera más específica. 

Como hemos podido observar, el marco teórico del recurso 

administrativo permite establecer los lineamientos generales aplicables a éste. 

Sin embargo, como veremos posteriormente, cada ley administrativa que 

contempla recursos administrativos diJiere una de otra por cuanto a sus 

elementos y requisitos, provocando una heterogeneidad de regulación 

pelJ"udicial para la interposición por parte de los particulares. 
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CAPÍTULO TERCERO 

SUBSTANCIACIÓN DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS. 

La substanciación de los recursos administrat~vos implica la 

manera de su tramitaci6n. 

3.1. RÉQUlSITOS DE APMISIÓN. 

, 
. Los recursos administrativos requieren. para ser admitidos, 

según la doclrina, satisfacer dos clases de requisitos: los e¡;enciales y los 

formales. A continuación, se estudiarán cada uno de estos. 

A) REQUISITOS ESENCIALES. 

...; 
Los requisitos esenciales son aquéllos que se necesitan para la " . 

¡ 

procedencia de los recursos y los requisitos formales son los que en caso de 

ser omitidos impiden la tramitación del rtcurso y, COl1secuentemente, 

configuran causales de imprccedencia. 

Tomando como base el anterior criterio, tanto uno como airas es 

imprescindible sean cllbierlos para la debida substanciación del recurso. 

En opinión del maestro Gonzalo Armienlo, los requisitos 

esenciales del recurso administrativo son: 

"A) Un acto administrativo definitivo. 
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B) Capacidad jurídica para mterponerlo. 

C) Afectación directa del ámbito jurídico del recurrente (interés 

jurídico) ". J2 

Por S1l parte, el tratadista Emilio Margáin estima que "son 

requisitos esenciales para la admisión del recurso que la inconformidad conste 

por escrito; que contenga el nombre y domicilio del recurrente; que el escrito 

se presente dentro del término legal, y se encuentre firmado el escrito por el 

interesado o su representante legal". 53 

Tomando como punto de referencia los requisitos esenciales 

propuestos por la doctrina, 'cabe aplicarlos al recurso administrativo de la 

siguiente manera: 

a) gue sea interpuesto por escrito.- Este reqtlisilO tiene su 

jimdamento en el articulo 18 del Código Fiscal de la Federaoión, esto debe 

hacerse valer por escrito. Al respecto, cabe mencIOnar que no existe una 

forma precisa o estilo determinado para su elaboración. 

b) Que contenga el nombre y domicilio del recurrente.- Esto 

es trascendental puesto que la autoridad debe saber si el promovente es el 

propio interesado o su representante legal, y en éste último caso, si está 

debidamente acreditada su personalidad. y en lo que se refiere al 

domicilio, el recurrente debe determinarlo con toda claridad, a fin de 

JI Armienla Hernández, Gonzalo, op. cit. pág. 90. 
J) Margá;" Manatou, Emilio, op. cit. pág. 7 J. 
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que en dicho domicilio la autoridad le ratifique la resolución que recaiga al 

recurso. 

e) Que el escrito se presente dentro del término legal. - Pues en el 

supuefjto de que se interponga fuera de tiempo, el recurso será desechado por 

extemporáneo. Sobre éste particular, se transcriben 'las siguientes 

jurisprudencias: 

(Sentellcia emitida en la revisión No. 1028781, visible e1l. la revista del 

Tribullal Fiscal dejulio de 1982, p.684). 

"RECURSO PRESENTADO DENTRO DEL PERÍODO DE 

VACACIONES, DEBE CONSIDERARSE QUE LEGALMENTE SE 

RECIBIÓ EL PRIMER DÍA HÁBIL SIGU/ENTE.- Si el ofidio que contiene 

un recurso hecho valer en contra de 1/na sentencia de primera instancia se 

presenta en la oficialía de parles del Tribunal dentro de IIn periodo de 

vacaciones debe considerarse que por ser inhábiles los días cwrespondientes, 

legalmente se recibió el primer dia hábil siguiente, lo que d~be tomarse en 

cuenta al hacer el cómputo correspondiente para verificar si se hizo valer 

dentro de/término legai". 

(Selltellcia visible en la revista del Tribunal Fiscal de julio de 1982, p. 601). 

"TÉRMINO PARA LA INTERPOSICIÓN DE UN RECURSO 

ADMINISTRATIVO, NO CUENTAN LOS DÍAS INHÁBILES, AÚN 

CUANDO QUEDE PERSONAL DE GUARDIA.- La presencia de personal 

de guardia durante el período de vacaciones, no implica el desarrollo normal 
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de las actividades de las dependencias gubernamentales de que se trate, 

porque el propósito de dicho personal es alender exclusivamente los asunlos 

urgentes, característica que no se atribuye a la interposición de un recurso. 

Por tanto, de acuerdo con el artículo 286 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, tales días son inhábiles y no corren los términos ". 

d) Debe' estar firmado por el recurrente o su representante 

legal.- Si el escrito con el cual se esté interponiendo el recurso carece de la 

firma del interesado no tiene validez pues equivale a la nada jurídica. 

B) REQUISITOS FORMALES. 

Los requisitos formales son aquéllos que alÍn cuando no se 

satisfagan por el interesado no traen consigo el desechamiento. 

Emilio Margáin afirma que "son requisitos formales para la 

admisión del recurso: 

al Que el escrito de inconformidad sea claro, que no sea 

obscuro, que permita a la autoridad erllender lo que manifiesta, y 

b) Que el escrito consigne los elementos siguientes: 

l. Quien promueve. 

1I. Señalamiento de la autoridad responsable: quien emitió la 

resolución que se impugna. 
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IlI. Que se impugna: la cita de la resolución que se reclama. 

IV. Exposición de los antecedentes que culminaron con la 

emisión de la resolución: la relación de hechos. 

V. Que se funde la pretensión, la cita del derec~o que apoya la 

inconformidad. 

VI. Ofrecimiento de las pnlebas que demuestren la ilegalidad de 

la resolución, salvo que se trate de un punto de derecho ". 54 

Analizando los requisitos formales de los recursos 

administrativos en general, es de concluirse que la interposición del 

recurso administrativo debe satisfacerlos plenamente. Para mayor 

comprensión del, mismo. a continuación se comentan' cada uno de 

ellos. 

En lo que respecta a la persona que promueve el recurso, debe 

ser aquélla a la cual afecta la resolución emitida por la autoridad 

administrativa correspont!iente. 

Tratándose del señalamiento de la autoridad responsable, 

es estrictamente una autoridad administrativa la que en forma 

especifica pronuncia la resolución recurrida. "Esta enumeración servirá 

para determinar sí el acto emana de autoridad competente, así como 

Sl Margáiff MafrafQu, (lp. cit. pugs. 75-76. 
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eva/llar, en su caso, circunstancias con figurativas del desvío de poder". 
55 

Por lo que respecta a /0 que se impugna, es la resolución emitida 

por dicha autoridad y que afieta los intereses del promovente. 

Así también, la narración de los hechos se refiere a la obligación 

que tiene el recurrente de manifestar de una manera elan~ y concisa, los 

antecedentes que clllminaron en la emisión del acto o resoluci6n impugnada, 

Establecer los fimdamemos lega/es en que el reCllrrente apoye el 

recurso administrativo. En esta materia, opera el principio q"e versa "dame 

los hechos que yo te daré el derecho", lo cual debe interpretarse en el sentido 

de que sí el recurrentedmite los preceptos jurídicos que Sl/stentan el recllrso 

administrativo o lo hace indebidamente, la allloridad tiene que hacer la 

suplencia de la queja en el momento en que resuelve el recllrso: 

Finalmente, el recllrrente deberá ofrecer todos. los medios de 

prueba que tenga a Sil a/amce y sirvan para acreditar su dicho. En el caso de 

las pruebas que no obren en Sil poder y que no pueda cal/seguir, deberá 

señalar el lugar o archivo en donde se encuentren, a eficto de qlle la 

autoridad pueda reqllerirlos. 

En el supuesto de que no se expresen agravios, no se señale la 

resolución o el acto impugnado, los hechos controvertidos o no se ofrezcan 

pruebas, la autoridad administrativa prevendrá al recurrllnte para que 

ss Arm;enia Hernández, QP. cit. pág. 91. 
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subsane tales omisiones. Sí en el plazo señalado nO se expresan los agravios, 

la autoridad administrativa desechará el recurso; si no se señala el acto que 

. se impugna, se tendrá por no presentado el recurso; si no se indican los 

hechos u ofrecen pruebas, prec/uirá el derecho del recurrente para señalar 

dichos hechos, y se tendrán por 1UJ ofrecidas las pruebas. 

Al escrito en que se haga valer el recurso ad!¡tinistrativo, se 

acompañaran los docu.mentos que a continuación se indican: 

a) Los que acrediten la personalidad de, quien actúa a 

nombre de otro o ck personas morales, o en los que conste que ésta ya 

hubiera sido reconocida por la autoridad administrativa que emitió el 

acto o resolución impugnada. 

b) El documento en que conste el acto impugnado. 

c) Constancia de notificación del acto impugnado, excepto 

cuando el promovente ¡;/eclare bajo protesta de decir verdad que no 

recibió consLancia o cuando la notificación se haya f!racticado por 

correo certificado con aause de recibo o se trate de negativa ftc¡a. 

d) Las pruebas documentales que ofrezca. 
, 

Cuandalas pruebas documentales no se encuentren en poder del 

recurrente, deberá señalar el archivo o lugar en que se encuentren para que la 

autoridad administrativa los solicite. 

49 

'¡,.- >;1' 

. .4.~" 



3.2. ESCRITO INICIAL. 

El escrito del recurso administrativo debe ser una exposición 

sucinta, evitando caer en el tedio y desvío de la controversia original. 

Simplemente debe hacar del conocimiento de la autoridad administrativa los 
, 

argumentos bajo los cuales se considera la ilegalidad del acto impugnado. 

Se debe procurar que dicho escrito no sea extenso, pero sin 

importar el nlÍmero de hojas, conteniendo todas y cada una de las diferencias 

por las cuales el particular estima que el acto resulta ilegal. 

El escrito debe ser preferentemente elaborado por una 

persona allegada de conocimientos jurídicos. Evidentemente será un 

abogado la persona más apropiada para su elaboración con la técnica 

jurídica correcta y las consideraciones de derecho que pongan de 

manifiesto la pertinencia de las causales de anulación. 

Tal consideración encuentra Sl/stento en el sentido propio 

de los recursos administrativos, cuya premisa es la de probar Ir¡ ilegalidad del 

acto administrativo, por lo que una persona sin conocimientos jurídicos. no 

estaría en plenas condiciones de contravenir claramente dicho acto. 

La formulación del escrito deberá ser coherente y ordenada, 

pues en el momento de impugnar firmemente 1In acto de autoridad, se pllede 

correr el riesgo de expresar conceptos deshilvanados y, consecuentemente, de 

dificil comprensión. 
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Deberán citarse en primer término las violaciones que el 

particular piense son las más importantes, y posteriormente las consideradas 

accesorias o secundarias, 

En algunas ocasiones se tiene la creencia de q!l~ al exponerlos 

argumentos esgrimidas en el recurso, su éxito dependerá 4f su extensi6n. 

Luego entonces, se debe buscar un balance lógico, ya que no; es conveniente 

presentar durante es/a instancia aspectos irrelevantes, sí existe~ airas que por 

sí solos son delerminontes para demostrar la ilegali~ad. del acto 

administrativo materia del recurso. 

Aún cuande el 6rgano que dirime la impugnación debe analizar 

todas y cada Una de las cuestiones expuestas, la realidad es que si no se 

señalan las fundamentales, se abre la posibilidad de que éstas no se esludien 

con acuciosidad y profundidad correspondientes. 

Por tanto, para que la autoridad se percate debidamente de 

cuáles son los puntos de mayor importancia, es convenientli, su exposición 

exhaustiva, qjena a alegatos intranscendentes. Al respecto, el tratadista 

Agustín A. Gordillo señala: "cuando existen varias razones pa,r las cuales un 

acto puede llegar a ser considerado ilegítimo, es necesanio analizar la 

importancia y preponderancia que ellas tengan entre si, para exponer primero 

y con mayor detalle las más importantes, y en segundo lugar y más 

someramente, las que sean secundarias ". 56 

16 Gordillo, Agusdn A., Procedimiento v Recursos Admi"istraiil'os, Buenos Aires, Jorge Af¡'arez 
Editor. 1980. 
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3.3. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRA TlVO. 

En el Congreso del Instituto Internacional de Ciencias 

Administrativas, celebrado en Varsovia en 1936, se propusieron los siguientes 

rasgos fimdamentaJes para todo Procedimiento Administrativo: 

a) Principio de audiencia de las partes. 

b) Enumeración dE los medios de pnteba que deben ser 

utilizados por la Administración o por las partes en el Procedimiento: 

e) Determinación del plazo en el clIal' debe obrar la 

Administración. 

d) Precisión de los actos para los que la autoridad debe tomar la 

opinión de otras autoridades. 

e) Necesidad de una motivación por lo menos s!"naria de todos 

los actos administrativos que afecten a un particular, 

f) Condiciones en las cllales la decisión debe ser notificada a los 

particulares. 

De lo anterior, deducimos qlle se pretende que el Procedimiento 

Administrativo debe ser en principio sencillo, pues la característica del 

recurso administrativo debe ser la ausencia deformulismos innecesarios. 
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Por su parte, el Licenciado Héctor Jorge Escala, estima que 

para una tramitación sencilla del recurso administrativo, se deben observar 

los siguientes pasos: 

a) "Limitanf/o Ja actuación de los organismos a4ministralivos a 

aquéllos que seanll8triclamenle indispensables para prepa*ar y dictar la 

resolución de que se trate"; 

b) "Exigiendo, únicamente, los datos, constancias, documentos 

requisitos que sean indispensables para dictar la resolución adJninistrativa"; 

c) "Suprimiendo los traslados y giros internos entre organismos 

administrativos y la intervención de organismos intermedios"; 

d) "Disponiendo el cumplimiento simultáneo de aquellos actos 

preparatorios que IW deban cumplirse, por exigencias propias de las 

actuaciones, enforma sucesiva"; y 

e) "Manteniendo la unidad de la actuación y de la resolución, 

aún cuando deban intervenir dos o más organismos de la administración ". 57 

De las anteriores consideraciones hechas por el citado autor, 

cabe destacar que una de las formas para hacer que el procedimiento sea 

expedito, es reducir la concurrencia de diversas autoridades en la preparación 

y el dictamen de las resoluciones. 

57 EscoJa, Hietor Jorge, Tratado General del Procedimiento Administrativo. Ediciones Depalma, 
BuenosAires, 1973, págs. 226.v 127. 

53 



En relación a esto es necesario referirnos a los recursos en los 

cl/ales una es la autoridad que se encarga de la tramitación y otra la que 

resuelve sobre el particular. De lo cl/al también se desprende que se 

transgrede el principio de inmediatez, lo cual garantiza un conocimiento pleno 

del acto impugnado por parte del órgano que habrá de resolver, lo que no 

sucede cuando a éste mismo se le da a conocer el asunto, ya que ello le 

permite asirse personalmente y en forma directa los elementos de convicción 

indispensable para llevar a cabo un estudio correcto de la sitrJación jurídica 

en cuestión. 

No debemos soslayar que ésta no es una vía juri:>diccional sino 

una etapa de reacertamlento administrativo donde la autoridad habrá de 

establecer si el aelo impugnado cumple o no el requisito de legalidad; 

por lo tanto, bastará la instancia inicial del particular, el informe de la 

autoridad responsable, en su caso, y el emplazamientllJ del tercero 

perjudicado, cuando lo hay, asi como la admisión y la recepción de pruebas. 

De igual modo, deberán otorgarse facultades a la autoridad para reunir de 

oficio los elementos de prueba que estime pertinentes. 

En resumen, para un expedito y sencillo desarrollo del 

Procedimiento Administrativo, se debe procurar que el órgano encargado de 

la revisión del asunto que se impugna, sea provisto de todos los medios O 

constancias con que cuente el recurrente, sabemos también que existe la 

posibilidad que no se tengan a la mano estos documentos, pudiéndose dar el 

caso de que la autoridad administrativa exija la documentación imprescindible 

para resolver una resolución apegada a derecho, a la autoridad que los tenga 
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en su poder, todo ello insistimos, con el afán de que la actuación de /0 

Administración Pública sea expedida, sencilla y eficiente. 

El Procedimiento Administrativo es la substanciación del 

recurso, es la instcmcia donde se forma la causa para poder dictar la 

resolución del asunto impugnado. 

3.4 RESOLUCIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 

Parte fundJJmental y culminante de todo Procedimiento 

Administrativo es la resolución del mismo. Dicha resolución debe estar 

plenamente fundada y motivada, es decir, debe contener los argumentos por 

los cuales se considera ilegal el acto impugnado; analizClr las pruebas 

ofrecidas y exhibidas; prever que en ella no se omita nada de Id que file la litis 

dentro del reCllrso administrativo; y finalmente, debe estar emitida por 

autoridad compelente. 

En nuestra legislación vigente, es el Código Fiscal de la 

Federación e/único ordenamiento que eslablece los requisitos que debe reunir 

la resolución de un recurso de carácter administrativo al expresar en el 

primer párrafo del artículo 132 lo siguiente: "La resolución del recurso se 

fimdará en derecho y examinará todos y cada uno de los agravios, sea 

suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado bastará con el 

examen de dicho punto". 58 

5. Código Fiscal de la Federación, Edit. Pomí.a. México, 50· ed, pág.1l4. 
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Lo anterior se debe a que si la autoridad considera que con un 

solo agravio es suficiente dejar sin efecto el acto reclamado, no tendrá caso 

estudiar los demás agravios expuestos porque en nada variará el sentido de la 

resolución. 

Sin embargo, existe un punto interesante en relación a esta 

cuestión que debemos lener presente, la cual se trata de <Jlle habiéndose 

expuesto diversos agravios, la autoridad resuelve el recurso conforme al 

segundo o tercero de ellos, para el eficto de que se dicte tm nuevo acto, 

subsanándose la irregularidad expresada. 

Un ejemplo de esta situación se presenta cuando en un primer . , 

agravio se alega incompetencia de la autoridad que emitió la resolÍtci6n y, en 

un segundo agravio, falta de fundamentación y motivación de. la misma. La 

autoridad que resuelve desecha el primer agravio y toma e/segundo como 

procedente. En caso de que el particular acepte esta resolución y no la 

impugne ante la instancia que corresponda, cuando la m~ma autoridad 

recurrida dicta su nuevo acto dando cumplimiento a lo ordenado fimdándolo y 

motivándolo, ya no podrán volver a señalor como agravio la incompetencia de 

dicha autoridad porque admitió la violación del orden en que debió resolverse 

el recurso administrativo inicial. 

Segunda Sala. Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

Amparo Directo 2295/77. Segunda parte p.83. 

"TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AMPARO 

PROCEDENTE CONTRA SENTENCIAS QUE AÚN FAVORECIENDO 

56 

'" .. 

, , 



AL QUEJOSO, PUDIERAN CAUSARLE PERJUICIOS IRREPARABLES.-

Si una Sala del Trib,ma] Fiscal de la Federación declaró la nulidad de la 

resolución reclam~ycdntra Su follo la autoridad demandada interpuso ante 

el Pleno de dicho Tribunal el recurso de revisión que exclusiVamente para la 

allloridad establece el ,arlículo 240 del Código Fiscal de la' Federación, la 

misma sentencia puede ser impugnada en amparo directo P'ir la parte que 

obtuvo, si en ella lQ Sala desestimó los conceptos de anlllaclpn tendientes a 

demostrar la nuli4111i plena de la resolllcion administrativa controvertida, 

porque can dicha. des¡¡i;Iimación la quejosa podría resentir peljuicios 

irreparables ;jaserle desfavorable la resolución que el pleno mencionado 

llegará a dict(lr en el recurso de revisión aludido, lo que obliga a considerar 

definitiva, respecto de la parle demandante, la sentencia dictad!, por la Sala". 

La resolución del recurso administrativo tiene por objeto 

determinar la legalidad O ilegalidad de un acto administrativo. , 

"La resoll/clón del recurso administrativo es el ac/ojurídico por 

medio del cual la autoridad administrativa, calizo consecuencia de un recurso 

administrativo, decide soore la ilegalidad o legalidad de un acto dictado por 

los órganos de la administración pública". 59 

3.5. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA. 

Conforme la señalado en el punto anterior podemos ahora 

adentrarnos en las causas por las que un recurso administrativo se puede 

considerar improcedente. 

jg Armienla Hernández, Gonzalo, Op. Cit, pág. 98. 
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Entre las causas más Comu.nes se encuentran aquéllas que 

se le imputan al inconforme por no ajustarse a lo dispuesto por el 

ordenamiento correspondiente y otras derivadas también de este hecho pero 

que se deben ha errores, omisiones u olvidos del l'eCllrren~ a quien se le 

niega la posibilidad de corregirlos, tal es el caso de los r~g1/lados por el 

Código Fiscal de la Federación. 

Dentro del primer supuesto encontramos a los siJ:1lientes: 

1) No ';;lé previsto en ordenamiento legal alguno.- Se da el 
I 

caso de que el recurrente promueve por su propia .cuenta alguna 

inconformidad respecto de algún acto administrativo, sin percatarse o 

tener conocimiento jurídico del derecho a impugnar un acto 

administrativo. Entonces la autoridad le hará saber que por no estar 

previsto por el ordenamiento en que apoya su promoción es deSechado. 

2) Que no exista la resolución que se im¡:¡ugna. - En tal 

sentido los particulares llegan a inconformarse en contra de decisiones 

de la autoridad administrativa, creyendo qlle dañan SllS intereses sin 

que se hallen reflej4fios en un acto concreto, violatorio, de la ley, es 

improcedente este me4io de defensa. 

3) Que la resolución que se impllgna no es definiliva.- Esta 

hipótesis se prese/lta' cuando un acto administrativo admite revisión de 

ofiCio, por lo tanto sería improcedente agotar el recurso administrativo 

contra el mismo, en virtud de que no se está en presencia de una 

resolución definitiva. 

"'1;1"'-">""--
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Como sabemos, ya que la autoridad apruebe en todos sus 

términos una resolución o modifique algunos puntos de la misma, entonces 

podemos decir que estamos ante un acto definitivo que podrá ser impugnado a 

través. del recurso administrativo. 

No obstante la anterior consideración, si el acto que eallSe 

peryuicio se decreta con base en una ley y en el reglamento de 

ejecución de ella se establsce un recurso administrativo distinto al que está 

contemplado en aquél/a,estaremos ante un acto definitivo Cllando se haya 
, 

emitido en base a una ley o un reglamento de policía y buen gobierno que 

contemple la existencia de un recurSO administrativo que comprenda la 

materia del acto. 

4) Que la resolución sea general, abstracta e i~personal.- En 

este sentido, si la resolución de un acto administrativo es general, abstracta e 

impersonal no afrctlircí a los particulares, sin embargo, podrán combatir su 

contenido en exceso de la ti/}' hasta que a través de una resolución personal y 

concreta se le aplique el exceso. 

5) Que 1a resolución no cause agravio o peryuicio. - Para que 101 

supuesto no afecte el recurso administrativo, se deben expresar los conceptos 

de agravios con claridad respeclo de la parte del aclo que lesione SIlS 

derechos, hacer alusión a los preceptos que considere. Omitió aplicar o aplicó 

indebidamente la autoridad, expresando además los razonamientos lógico 

juridicos por los que estima se están afectando SIlS intereses. De no ser así, la 

autoridad rechazará el recurso interpuesto ante la falta de agravios o 

señalamiento de perjuicios. 
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6) Que la resolución no sea nueva. - En relación a este 

supuesto el Maestro Margáin considera que "no se está en presencia de un 

acto nuevo cuando el problema planteado ya file resuelto con anterioridad 

al mismo promovente y qlledó firme o está en trámite en qlglÍn medio de 

dejénsa o bien que no file impugnado en su oporlllniCrad y vuelve a 

plantearse el mismo problema ". 60 

Consideramos que el Licenciado Margóin, simplemente 

debiera referirse únícamente a que ha causado estado dicha resolución, 

pues en el entendido de que la resolución se halle ya en trámite de 

impugnación, el rectlrso que sea interpuesto en segundo término, será 

sobreseído. 

7) Por no estar firmado el escrito que 'promueve el 

recurso.- Si por descui$ del promovente su escrito de inoonformidad no 

está firmado, la autoridad generalmente procede á desecharlo. 

Comúnmente la autoridad administrativa considera que un escrito o 

promoción que no está firmado carece de valor jurfdico, es decir, equivale a la 

nada jur{dica, resolviendo los tribunales que la autoridad administrativa 

no está en la obligación de requerir al promovente para que se presente a 

firmarlo, con apercibimiento de desechar su instancia. 

Sin embargo, la Sala Superior, en la revisión nlÍmero 1535/85, 

sobre este problema resolvi6: 

6fI Margáin Manatou, Emilio, Op. cit. pág. 90. 
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RECURSO, DE INCo.NFo.RMIDAD ANTE EL INSTITUTO. 

MEXICANO. DEL SEGURO, So.CIAL SI EL ESCRITO QUE LO. 

DE FIRMA, 

SUBSANE 

CQNTIENE CARECE 

PRQMQVENTE QUE 

TÉRMINQS DEL ARTÍCULO 3" 

DEBE PREVENIRSE, EL 

TAL QMISIÓN, EN LQS 

DEL REGLA~ENTQ DEL 

ARTÍCULO, 274 DE LA LEY DEL INSTITUTO, MEXICANO DEL 

SEGURO, So.CIAL.- Si el escrito por el cual se interpon? el recurso de 
, 

inconformidad presenta una irregularidad, esto es, qlle na está firmado, 

el Secretario General o el Secretario del Consejo Consultifo, en su caso, 

están obligados atento '{J lo dispuesto por el último párrafo del artículo 
, 

3" del Reglamento del artículo 274 de la Ley del Seguro Soci",1 a prevenir al 

promovente que corrija tal irregularidad, no sierdo aplicable 

supletoriamente el artículo 199 del Código Fiscal de la Federación, por 

expresar el citado Reglamento que la inconformidad no ,se sujetará a 

formalidad especial alguna". 

El maestro Alfonso Nava Negrete critica y señala que este 

fallo contiene dos errores:" J", El escrito agolamio un recurso 

administrativo que no se encuentre firmado equivale, c~mo ya se ha 

expuesto, a la nada jurídica y por ende, resulta improcedQnte el que se 

requiera al promovente para que se presente a firmarlo p presente uno 

nuevo firmado; por cuanto que para entonces es extemporánea su 

presentación, y 2~ Que se diga que un reglamento priva sobre lo que 

al respecto sostenga el Código Fiscal de la Federación", 6I 

61 Nava NegreieAlfonso. RECURSOSADM/N/STRATlf/OS. Mé.:dco. Edit. Trillas, 1987,.pág. 91. 
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Por nuestra parte, nos adherimos a lo señalado por el' 

Licenciado Nava Negrete, pues atendiendo al orden jerárquico de nuestro 

sistema legal, un reglamento no puede estar por encima de lo establecido por 

una ley, en esle caso, el Código Fiscal de la Federación y toda. vez que el otro 

ordenamiento-que se aplica en forma supletoria en relación Q los requisitos 

que debe presentar el recurso en su presentación, esto es, el Código Federal 

de Procedimientos Civiles, tampoco establece nada al respecto_ Luego 

entonces, la autoridad no esta obligada prevenir al recurrenttl para que éste 

firme el escrito, pudiendo desechar/o. 

8) Por no estar acreditada la personalidad.- Si ,quien firma el 

escrito de recurso administrativo no demuestra fthacientfmente ser el 

representante legal del recurrente aftctado por el acto, será requerido para 

que acredite su personalidad, y en caso de no hacerlo se le advertirá que su 

promoción se desechará. Se pudiera dar el caso que el recurrente promlleva 
, 

por derecho propio, estimamos entonces que de acuerdo con' lo' establecido 

por el artículo 209 del Código Fical, "el recurrente deberá anexar a su escrito 

el documento que acredite Sil personalidad o en el que conste que le jite 

reconocida por la autoridad demandada ", el promovente habrd acreditado su 

personalidad con la presentación de los requisitos de procedibilidad que 

marca el propio Código, es decir, con haber anexado copias del documento en 

que conste el acto impugnado y de la notificación del mismo. 

9) Por no satisfacerse el requerimiento con apercibimiento. - La 

causal de improcedencia del recurso administrativo puede darse si el escrito 

del promovente es irregular y omitió anexar el acto impugnado y el documento 

que acredite su personalidad. o precisar si éste se notificó por correo con 
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acuse de recibo o en forma personal, o se olvidó agregar las pruebas 

documentales o parte de ellas, o se dejó de rendir el peritaje ofrecido; previo a 

esta situación se debe pequerir al promovente para que en el plazo que se /e 

señale, presente lo omli;¡tu con apercibimiento que de no hacerlo se le 

desechará su instancia (] la prueba o pruebas ofrecidas, 

En la pr4cliiJa puede ocurrir que la autoridad omita hacer el 

apercibimiento o /al:¡earld,' asentándolo en aulaS como si 4ste se hubiese 

/levado a cabo de manera normal. En tal supuesto el recurrente puede acudir 

a la instancia del JuiJJio de Nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación o 

al Juicio de Garantías ante el Tribunal Colegiado de Circuito argumentando 

la violación del artículo 14 Constitucional, 

3,6 C4USAS DE TERMINACIÓN. 

Normalmente la forma con que conclUYe el recurso 

administrativo es con el reacer/amiento, Efectivamente, a 'través de éste 

termina en forma definitiva el recurso administrativo, y aunque el particular 

cuenta con otras instancias de defensa que en su oportunidad señalaremos, 

éS/as corresponden a la ins/anciajurisdiccional. 

A decir del maestro Gonzalo Armienta "es el acto que concluye 

con una resolución en la cual se examinen los conceptos de violación aducidos 

por el recurrente y se determine la legalidad o ilegalidad del acto 

rec/amado,,'2 

62 Armientn Hernández. Gonzalo, Op. cit., p. 98. 
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Aunadas a este tipo de terminación anormar deT recurso 

administrativo, tenemos otras causas como lo son el desistimiento, la 

revocación y la caducidad de lá instancia. 

Citando lt11a vez más ar Maestro Gonzalo Armienta, 

reproducimos lo que a sujuicio representa esta causal. "El desistimiento es 

I/n acto I/nilateral del particular que tiene por objeto dar por terminado 

anticipadamente el recurso administrativo, lo cual viene a llbit:arlo dentro de 

las causas anormales de terminación.6
.3 

Estamos de acuerdo con el citado tratadista, pulfs en ocasiones 

se da el caso de que el recurrente se desista, ya sea porque haya llegado a un 

acuerdo con la autoridad, o porque se de cuenta que no tienk la razón para 

impugnar el acto. 

Otra causa que puede dar por terminadD el recurso 

administrativo es la revocación del acto por parle de la autoridad 

administrativa. Esta situación se presenta cuando el recurrente:en la expresión 

de SllS agravios le hace notar a la propia autoridad emisora del acto 

administrativo que en dicho acto que emitió, incurrió en situaciones de 

ilegalidad y con el fin de evitar pérdida de tiempo, la misma decide revocarlo 

dejándolo sin efectos, emitiendo uno nuevo concediéndole la razón al 

particular. 

Finalmente, tenemos a la caducidad, la cual "es un medio de 

extinción de los actos administrativos, por /a falla de cumplimiento de los 

M ¡bid 
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requisitos eSlablecidos en la ley o en el aclO administrativo pora que se g~nere 

o preserve el derecho. Se distingue de la prescripción en que en la 

caducidad es necesario realizar aclos positivos para preservar o generar el 

derecho y en la prescripción exclusivamente se trata del simple transcurso del 

tiempo: Ejemplo de la caducidad lo tenemos en las concesi<1nes, cuando se 

obliga al concesionario a realizar determinadas obras en cierlo plazo y si no 

lo realiza mcurrird en caducidad. Lo mismo sucede cuando se obliga al 

particular a presentar avisos, de los que depende el nacimienlIP de un derecho 

u obligación, también dentro de cierto plazo. 64 

Estaforma se puede presentar durante la tramitaciÓn del recurso 

administrativo, cuando el particular debe presentar un medio de prueba para 

su debida integración y resolución sin el que resultaría impo:Hble resolver la 

cuestión planteada. 

3.7 EFECTOS. 

La resolución administrativa generalmente surte dos efectos. Si 

la resolución que se impugna adolece de algún vicio de forma, la autoridad 

que conozca del asunto deberá emitir Sil veredicto solamente sobre la cuestión 

expresada, dl!!ando a salvo las facultades de la autoridad para reponer el acto 

una vez que se subsane la irregularidad. 

En caso de que el recurso tenga como finalidad atacar una 

irregularidad de fondo, la autoridad tendrá que dictaminar sobre la nulidad 

M Acosta Romero, Miguel, el. al., Le!' Federal de Procedimiento Administra/b'o. Comentada,~Edit. 
Porrúo, México, 1" ed, 1996, pág. 58. 
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del acto impugnado, y sí así procede, se reemplazará por un acto 

administrativo que sail.faga la reclamación del interesado. 

Sobre el pllJ'ticular, encontramos lo que el Maest~o HécJor Jorge 

Escola explica: "Sí la declaración de la invalidez del acto reCflrrido se fimda 

en la existencia de un vicio de forma, o de procedimiento, es comlÍn que el 

. órgano que resuelve el recurso omita pronunciarse sobre el fondo del caso 

planteado ... " 

"En los demás casas; en cambio la declaración', de la invalidez 

total del acto recurrido dará lugar a que el órgano competent~ dicte un nuevo 

acto administrativo, que reemplace al que ha sido declarado nulo O 

anulado ... " ., 

La nulidtld tldministrativa deviene de Jas nociones de Derecho 

Civil, sin embargo, en el Derecho Administrativo no existe un sistema que 

regule en forma sistemática y unitaria, lo que la teoria hasta la fecha ha 

llamado nulidad. 

La invalidez administrativa simplemente se referirá a la falta de 

uno de los requisitos de forma que debe revestir el acto administrativo. esto es, 

que si el acto adolece de un vicio de fórma se considerará nulo relativamente, 

plles reúne los demás elementos formales que las leyes administrativas 

establecen. 

6~ EscoJa, Héctor Jorge, Op. cit. pág. 354. 
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En relación a este tópico el Licenciado Jesús González Pérez, 

emite S1l criterio sobre las decisiones generales y los aclOS administrativos al 

considerar que "sí la resolución es estimatoria con respecto a l/na decisión 

general, ésta implicará la derogación o reforma de la misma, ¡;i la resolución 

es estimatoria con respecto de un acto administrativo, esla implicará la 

anulación dgl acto, cuando no se resuelva sobre el fondo se ordenará que se 

retrotraiga el expediente al momento en que e/ vicio file cometillo", ", 66 , 

Al margen de las consideraciones citadas con arte/ación, en el 

Derecho Positivo Mexicano observamos que la interposición de un recurso, 

siempre tendrá por objeto la anulación, la modificación o la 'ralificación del 

acto administrativo, 

66 González Pérez, Jesús, Recursos Administrativos, Madrid, InstituiD de Estudios Políticos, 1980, 
pág. 301. 
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CAPÍTULO CUARTO. 

LOS RECURSOS DE REVOCACIÓN PREVISTOS eN LA 

LEGISLACIÓN ADMINISTRATIVA, 

En los capítulos precedentes planteamos un panorama general 

de los recursos administrativos, que nos permitiera contar con los elementos 

de juicio necesarios para consolidar la postura que pretendemos demostrar en 

la presente investigación. Ahora, es el momento de analiZ(lr los recursos 

previstos en forma específica en los ordenamientos administrativos, que nos 

sirvan de punto de apoyo para sustentar la tesis propuesta por nosotros en el 

sentido de haber una pluralidad de recursos lo cual, lejos de ayudar al 

administrado a impugnar las resoluciones de la autoridad administrativa no 

apegadas a derecho, provoca confusiones en el particular, pbr cuanto a no 

saber cuál es el idóneo y su tramitación. 

En la actr;:alidad, la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo en su artículo 1 ~ 67 en un afán del legislador de unificar los 

recursos y su procedimiento, establece que el de revisión previsto en tal 

ordenamJento será aplicable a: " ... los actos, procedimientos y resoluciones de 

la Administración Pública Federal centralizada, sin perjuicio de lo dispuesto 

en los Tratados Internacionales de los que México sea parte ':. 68 

No obstante lo anterior, la misma ley establece excepción en: 

67 Publicada en el Diario Oficial de/a Federación el día 4 de agosto de 1994. 
6' Ley Federal de Procedimiento Administrativo. Edi~. PAC, 2" ed., México, 1997, págs. 1-2. 
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"El ordenamiento no será aplicable a las materiales de 

carácter fiscal financiero, responsabilidades de los servidores públicos, 

electoral, justicia agraria y laboral, ni al Ministerio Público en ejercicio 

de sus funi::iones consSltucionales. En relación con lds materias de 

competencia ecanWnica y prácticas desleales de comerci!) internacional, 

únicamente les será aplicable el artículo 4A de esta ley". ,'9 

Empero, a su vez el artículo 2~ de la misma {ey, señala que 

dicha ordenamiento es esencialmente supletorio, ya que eh cuanto a las 

normas procedimentales que habrá de observar, serán las «ispuestas en el 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Por otro lado, consideramos que lo señalado ell el artículo 4~ 

no se circunscribe propiamente al procedimiento administrativo, sino 

más bien a la última fase del acto administrativo, ya que se refiere 

en primer lugar, a la publicación de leyes y normas, después a la 

posibilidad que tengan los interesados en hacer observaciones a lo 

proyectado, lo que no significa propiamente un medio de impugnación 

con respecto a una resolución administrativa, en todo caso se le 

concede al interesado o afictado en su caso, la facultad de poder emitir 

su opinión, situación que en la práctica muy rara vez se da. 

Otra excepción prevista con respecto a la aplicabilidad de la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo, se haya contenid(1 en el artículo 

4A en el cual señala que habrá de contemplarse su aplicación 

69 ¡bid, pág.]. 
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cuando haya actos administrativos que afecten la esfera de la actividad 

económica de la Administración Pública Centralizada. 

4.1. LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOSISERVIDORES 
, 

PÚBLICOS. 

La Ley Federal de Responsabilidades de' los Servidores 

Públicos 70 contempla el recurso de revocación en favor d~ los servidores 

públicos para impqgnar las resoluciones de la Secretaría de. la Contraloría 
• 

General de la Federación en las que se les impongan sanciones 

administrativas (art. 71). 71 

En los articulos 71, 72 Y 73 de este ordenamiento se contempla 

lo relativo al recurso administrativo de revocación, el eual se puede 

interponer en contra de resoluciones que imporien sanciones administrativas. 

Dichas resoluciones pueden ser impugnadas por el servidor público ante la 

misma autoridad que resolvió. El recurso deberá hacerse valer dentro de los 

quince días siguientes a la fecha en que surte efectos la notificación de la 

resolución. 

No obstante lo anterior, el artículo 73, primer párrafo, de la 

citada Ley 12 previene la posibilidad para que el afectado pueda acudir 

directamente al Tribunal Fiscal de la Federación antes de tramitar el recurso. 

Esta situación hace prácticamente nulo a este medio de impugnación, pues el 

7() Publicada en el Diario Oficial de la Fedel'ación el día 31 de diciembre de 1982. 
71 Trueba Urhuna, Alberto.v Trueha Barrera, Jorge, Legislación Federal del Trabnio Burocrático. 
Edit. Porrúa, SA., 3S·ed, México, 1996, póg. 366. 
71/dem. 
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plazo para presentar la demanda de nulidad es de cuarenta y cinco días 

hábiles, el cual comienza a correr al día siguiente a aquél en que surta efectos 

la notificación del acto a impugnarse, con lo cual el oftndido cuenta con 

mayor tiempo para preparar su deftnsa. 

En cuanto a su tramitación, el recurso de revoc4ción está sl¡jeto 

a las siguientes reglas: 

a) Se deberá interponer en un plazo de quince días siguientes a 

laftcha en que surta eftctos la notificación de la resolución re~tlrrida. 

b) Presentación del escrito en el cllal se deberan expresar l{Js 

agravios que cause el acto que se recurre, acompañando copia de éste y 

constaneia de la notificación del mismo, ofreciendo las pruebas que se 

consideren idóneas el recurren/e. 

e) La autoridad acordará sobre la admisión del recurso y de las 

pruebas ofrecidas, desechándo de plano las que no ji/esen idóneas para 

desvirtuar los hechos en que se apoya la resolución. 

d) Desahogadas las pntebas, si las hubiere, la autoridad emitirá 

la resolución dentro de los treinta días hábiles siguientes. notificándola al 

interesado en un plazo no mayor de setenta y dos horas. 

Una vez presentado el recurso, suspenderá la ejecución de la 

resolución recurrida, si lo solicita el oftndido, conforme a las sigllie~es 

reglas: 
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1) En el caso de sanciones económicas, se otorgará la 

suspensión si se garantizan en los términos del Código Fiscal de la 

Federación 

2) Trat6ndose de o/ras sanciones, se otorgará lalsuspensión si se 

satisfacen los siguientes requisitos: 

1. Que se admita el recurso; 

11. Que la ejecuciól1 de la resolución produzca dliños o peljuicios 

de imposible reparación en contra del recurrente; y 

/11, Que la suspensión no traiga como consecuencia la 

consumación o continuación de actos u omisiones que impliq!len peljuicios al 

interés s(¡cial o al servicio público. 73 

En caso de que la resolución del recurso no le sea 

favorable al afectado, éste cuenta con la posibilidad de acudir ante el 

Tribunal Fiscal. de la Federación, e interponer el juicio de nulidad. 

Es decir, la ley autoriza al servidor público para elegir entre impugnar 

las resoluciones ante la propia autoridad administrativa o ante el 

órgano jurisdiccional competente para tal efecto. 

7J Art. 71 de la LFRSP. 
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Para el Licenciado Emilio Margáin Manatou se desprenden dos 

aspectos a considerar respecto a esa posibilidad de acudir a una u otra 

imtancia: 

a) " NfHe dice qué autoridad resolverá el recur,sp. 

b) Las sanciones administrativas que puedeil imponerse al 

servidor público, pueden ser: apercibimiento privado o públidv: amonestación 
. , 

privada o pública; suspensión en sus labores; destitución del cargo; sanción 

económica e inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 

comisiones en el servlciapúblico". 74 

Excepto las sanciones económicas, la interrupción de 

alguna de las demás sanciones será Jacultad discrecional de la propia 

autoridad, esto es que si el aJectado quiere que sea interrumpida la 

sanción dé suspensióf! de labores que le Jue impuesta, deberá tramitar 
, 

un juicio db amparo demos/rancio la imposible reparac(ón del daño o 

perjuicio que suJrirá Bllpersona. 

Por lo que hace al periodo probatorio, la ley contempla el 

mandato expreso de desechar aquellas probanzas que no Jueren idóneas 

para desvirtuar los hechos Jundatorios de la resolución impugnada; de 

igual modo, establece que las pruebas admitidas deberán desahogarse en 

un plazo de cinco d{as más, a solicitud del afectado o de la autoridad 

emisora del acto impugnado. 

u MargáinManatou, Emilio, Op. cit. pág. 159. 
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Una vez concluido el período probatorio o bien dentro de los tres 

días siguientes, el superior jerárquico de la autoridad responsable dictará 

resolución definitiva. 

La resolución que dirime el recurso es impursnable ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación. 

4.2. LEY DE COMERCIO EXTERIOR. 

La Ley Federal de Procedimiento Administrativa en su artículo 

1 ~ párrafo segundo, excl!/.)le de su ámbito de aplicación a la Ley de Comercio 

Exterior, 75 sin emIJargo, a/final del mismo precepto estabJeceuna excepción. 

contenida en el artículo 4A de la primera ley. 

Dicha excepción se refiere a la facultad que tienen las 

dependencias de la Administración Pública Federal de elaborar anteproyectos 

de ordenamientos o reformas a los mismos, que por su nall/raleza tengan 

repercusión en la actividad económica del Estado, para lo' cual deberán 

presentar conjuntamente al anteproyecto, un estudio del impacto regulatorio 

sobre aspectos de desregulación económica, y si la SEC(JFI lo estima 

necesario, emitirá un dictamen público sobre la misma. Exceptúa de la 

realización de dicho estudio, cuando se trate de adquisiciones, arrendamientos 

obra pública y contratación de servicios públicos por parte del Gobierno 

Federal, y en lo referente al patrimonio inmobiliario y mobiliario federa/' 

7.1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 27 dejulio de 1993. 
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En este cuerpo legal, su Capítulo 11 del Título Sexto, contempla 

el recurso de revocación contra las siguientes resoluciones: 

1. En materia de mercado del país de: origen o que 

nieguen permisos previos o la participación de cupos ¡fe 'exportación o 

importación. 

lJ. En materia de certificados de origen. 

JI!. Que declaren abandonada o desechada la Splicitud de inicio 

de los procedimientos de investigación. 

IV. Que declaren concluida la investigación. 

V. Que, determinen cuotas compensatorias definitivas o los aclos 

que las apliquen. 

VI. Por las que se responda a las solicitudes de los 

interesados a respecto a si la mercancía está sujeta a la cuota 

compensatoria. 

VIL Que declaren concluida la investigación a que se refiere la 

ley. 

VIII. Que desechen o concluyan la solicitud de revisión. 

IX. Que impongan las sanciones que marca la ley. 

75 

¡.' 



En el caso de los actos citados en las fracciones I1 y V, el recllrso 

se tramitará ame la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Por cuanto a 

las demás fracciones el recurso se habrá de tramitar ante I~ Secretaría de 

Comercio y Fomento llUfustrial. 

El término con que cuenta el afectado para inlerprmer el recurso 

será el contemplado pare/Código Fiscal de la Federación, que. es de 45 días. 

De la misma manera, tanto los requisitos de fflrma que debe 

reunir la presentación del recurso, como el período probatorio se regularán 

conforme lo establecido por el ordenamiento fiscal ya reforido. 

Para el Maestro Emilio Margáin, este recurso es "el medio de 

defensa que tiene por objeto revocar, modificar o confirma" la resolución 

impugnada y los fallos que se dicten aludirán al acto recurrido, sus 

fimdamentos legales en qlle se apoyen y los puntos de resolución". 

"La interposición del recurso suspenderá la ejecución de la 

resolución, siempre que se garantice el pago de las cuotas compensatorias 

definitivas en los términos del Código Fiscal de la Federación y que la forma 

de garantía sea aceptada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ". 76 

Si el recurso se hace valer contra resoluciones que determinan 

CllOtas compensatorias definitivas o los actos que las apliquen, deberá 

observarse lo siguienie: 

76 [bid, pág. 169. 
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a) Se agotará ante la autoridad que haya pronunciado el aclo, o 

bien, contra la que lo ejecute, exceplo en caso de que dentro del mismo 

recurso se impugnen ambos: La delerminación de cuotas f;Ompensatorias. 

b) En caso de impugnarse ambos, se dilucidará en primer lugar , 
la determinaci¡Ju de cuotas compensatorias definitivas. La autoridad 

competente para resolver lo anterior, remitirá copia de ,la resolución a la 

autoridad/acuitada para resolver lo segundo; Violación de Tos actos que la 

aplique. 

En caso de modificarse o revocarse la determinación de cuotas 

compensatorias, quedará sin materia el recurso hecho valer contra el aclo que 

lo aplicó, sin perjuicio de que el interesado agote el recurso contra el nuevo 

acto de aplicación. Como esto último no júe objeto de examen al resolverse el 

recurso, no procede la causal de improcedencia prevista sn el artículo 124, 

fracción !I del Código Fiscal de la Federación. 

e) Si primero se agota el recurso contra la resolución que 

determinó la cuota compensatoria y después contra los actos de aplicación, se 

suspenderá la tramitación de estos últimos, debiéndose comunicar esta 

situación a las autoridades competentes para resolver una y otro; suspensión 

que podrá decretarse de oficio cuando la autoridad tenga conocimiento por 

cualquier causa. 

d) Cuando se acuda ante la Sala Superior del Tribunal Fiscal de 

la Federación en contra de la resolución dictada al resolver el recurso contra 

la determinación de la cuota compensatoria y posteriormente también contra 
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la resolución que recayó en el recurso contra los actos de aplicación, la 

actora deberá ampliar la demanda inicial dentro del plazo correspondiente: 

¿Pero y sí está ya cerrada la instrucción del primer jlli~io cómo podrá 

ampliarse la demanda? Se debe estar a lo dispuesto en el articulo 222, tercer , 
párrafo del Código Fiscal de la Federación. 

En el caso de resoluciones que detenninen cuotas 

compensatorias definitivas o los actos que las apliquen, cualquier 

interesado podrá optar por acudir a los mecanismos .alternativos de 

solución de controversias en materia de prácticas desleales previstos en 

tratados o convenios comerciales in.ternacionales de los que México sea 

parle. 

De optarse por tales mecanismos contra las decisiones o 

resoluciones que emanen de los mecanismos alternativos 4e solución de 

controversia en materia de prácticas desleales, no procederq el recurso de 

revocación previsto en es/a ley, ni el juicio de nulidad ante 14 Sala Superior 

del Tribunal Fiscal de la Federación. Por ende, la resolución: emitida por la 

SECOFl sólo puede impugnarse ante el Juzgado de Distrito perteneciente al 

Distrito Federal, v[ajuicio de amparo. 

La decisión emitida por la SECOFI se estimará definitiva, pero 

ésta debe valorar si son procedentes o no las causales de ilegalidad 

contempladas en el artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, las 

cuales podemos resumir en: 

a) Incompetencia de la autoridad emisora del ocIo recurrido. 
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b) Falta de fundamentación o motivación o de los requisitos 

legales. en la resolución recurrida. 

e) Vicios del procedimiento. 

d) Indebida valoración de los hechos o incongruencia de la 

resolución con lo aducido y probado. 

En caso de que el afectado no opte por la inte¡posición de los 

instrumentos alternativos de solución de controversias referidos, el plazo para 

hacer valer el recurso de revocación comenzará a correr hasta que haya 

transcurrid~ el plaza previsto en el tratado () convenio in.ternacional de que se 

trate. En otras pa/abms. hasta que transcurra el plazo de 30 días comados a 

partir de la presenlación de la solicitud por cualquier interesado del 

procedimiemo de investigación en materia de prácticas desleales de comercio 
. , 

internacümal y desmedidas de salvaguarda, iniciará el cómputo de los 45 días 

previstos por el articulos 1:tl del Código Fiscal de la Federación. 

La persona 'l/le ople por el recurso de revocación debe cumplir 

con las formalidades previstas en el tratado o convenio internacional de q11e 

se trate. 

Asimismo, los afectados que reClinen a cuotas compensatorias 

dejinitivas o los actos que las aplica, independientemente del mecho de 

impugnación de que se trate, deberá garantizar el pago de aquéllas, lomando 

en cuenta 10 instituido al respecto por el Código Fiscal de la Federación, y a 

condición que la garantía sea aceptada por la Secretaria de Hacienda y 
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Crédito Público. Consideramos inadecuado esto último, pues, s; tomamos en 

cuenta que al particular le resulta dificil lograr garanti~ar el pago de las 

cllotas compensalO"ias para tener derecho a interponer el l:eClIrSo, todavfa 

tiene que es/al' supeditado a la valunlad de la aUlaridad por cuanto a la 

aceptación de la garantía. POI' tanto. únicamente debiera e~tablece"se que, 

otorgada la garantía por el panicular, en la forma que sea, la, autoridad tiene 

que darle trámite. 

4.3. LEY DEL SEGllRO SOCIAL. 

La Ley del Seguro Social 77 contempla varios recursos 

administrativos procedentes en delerminados supuestos y para combatir 

determinados actos. Por su importancia, consideramos acertado estudiarlos 

separadamente. 

A) RECURSO DE INCONFORMIDAD. 

Actos impugnables. 

El recurso previsto en este ordenamiento legal es el 

denominado "Recurso de lnconforlnldad", el cual procecf¡z cuando los 

patrones ti otros sujetos obligados al pago de las cuotas de segundad 

social. al igual que los asegurados o sus beneficiarios estiman 

impugnable algún acto definitivo del Instituto Mexicano del Segl/ro Social 

(Arl. 274). 

17 Publicada en el Diario Oficial de In Federación el dia /2 de diciembre de 1995. E"trando en 
I,jgor el día JOde el/ero de 1997. 
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Plazo para Sil interposicióII. 

Por cuanto al plazo para interponerlo, debe hacerse valer dentro 

de los 15 dias hábiles siguientes del acto definitivo impugnado (Al'/. 4°) 

del Reglamento del artículo 274 de la Ley del Seguro Social. 

Lamentablemente podemos apreciar la imprecisión del Reglamento en 

reforencia al plazo para la interposición del recurso, lo cual si se hace en 

forma correcta en el ortienamienlo sustantivo al disponer que: "el recurso de 

incOlyormidad se interpondrá precisamente dentro de los quinpe dias hábiles 

siguientes del acto definitivo que se impugne ". Pese a ello. no establece si 

dicho plazo comienza a contar a partir del dio siguiente de la notificación o de 

aquél en que es/a sur/a sus efoctos. Sobre esta problemática, nas adherimos al 

parecer di" maestro Gonzalo Armien/a Hernández, quien considera que "los 

quince dias empiezan a contar a partir del dia hábil siguiente a aquel en que 

file notificado el acto, pues de conformidad con el articulo, 8° del mismo 

cl/erpo reglamentario. las notificaciones surtirán sus efoctos el dia hábil 

siguiente al (flie se hayan practicado ". 78 

Órgano competente para conocer. 

Pasando a reforirnos al órgano compelenle para 

COnocer el recurso de incoriformidad, el escrito en el cual se haga 

valer liene que presentarse directamen/e en el IMSS o en la 

Delegación correspondiente; a través del correo con servicio de 

registrado; por acuse de recibo en escrito dirigido al Consejo Técnico o al 

Consejo Consultivo De/egacional. 

78 ¡bid pág. 149. 
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La autoridad competente para conocer del recurso señarado es 

la Unidad de lnconformidades, dependiente del Consejo Técnico, quien a su 

vez tiene la facultad de delegar el ejercicio de tal jimción a los Consejos 

Consultivos Delegacionales. 

Requisitos formales. 

POI' cuanto a este recllrso rige el princIpio de lW exigencia de 

formalidades especiales para Sil admisión, a efecto de no complicar al 

recurrentesu interposición; empero. deben cumplirse con los previstos por el 

articulo 3° del Reglamento de la Ley del Seguro Social, lo que a continuación 

transcrilJimos: 

"l. Nombre y domicilio del recurrente, así como el número de 

registro patronal o de cédula de inscripción como asegurado ". 

"2. Oficina o firncionario del que emane el acto reclamado, 

indicando claramente en qué consiste". 

"3. Cita de las fechas y número de /¡quidaciones, oficios o 

documentos en que conste la determinación impugnada, así como la fecha en 

que ésta hubiere sido dada a conocer". 

"4. Exposición sucinta de los motivos de inconformidad y 

fimdamentos legales de la misma". 

"5. Relación de las pruebas que ofrezca". 
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En caso de no satisfacerse los requisitos mencionados, se hará 

l/na prevención al recurrente para que los satisfaga en el plazo de cinco dios, 

so pena de desecharlo para el caso de no hacerlo. 

DOCllmwi4ción que debe ncompOIinrse. 

Al escrito en que se promueva el recurso de inco¡¡¡formidad deben 
, 

anexarse los documentos' acreditatorios de la personalidad del promoveme, 

para el caso de que sea interpuesto por medio del presentante legal o 

mandatario de aquél. En el supuesto de no cumplirse con fo anterior, se 

otorga al recurrente un plazo de cinco días para que cumpla COn ello, pues en 

caso de no hacerlo, se desechará el recurso. 

SlIbstanciru;iólI, 

Ln tramililción del recursO de inconformidad corresponde a la 

Unidad de Inconformidades o de los consejeros consultivOS en su caso, 

quienes se encargarán de proveer de todo lo necesario a efrclo de dejar liSIO 

para resolver el expediente relativo. Emre las facultades de aquéllos se 

cuenta: Resolver sobre su admisión, y suspensión del procedimiento de 

ejecución, cuando proceda. 

Las pruebas deben sel' ofi"ecidas, acompañadas de los 

documentos necesarios. Para el caso de que no obren en poder de! recurrente, 

éste señalara el archivo, protocolo o dependencia en donde se localicen, a 

efecto de ser recabados por la Unidad de Inconformidades o pOI' los Se/vIcios 

Jurídicos Subdelegacionales. 
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Se admitirán todas las pruebas (salvo la confesiOnal) 

relacionadas con la controversia, que no sean contrarias a la ley o a la 

!I1oral. "La inadmisibi/idad de es/e mec/¡o de pruebo se r~fiere /an/o a 

la auíoridad como al parlicular, contrariamente a lo eswblecido en el 

recurso de revocación .en materia fiscal, que la prohibe IÍnicamente por 

lo que atañe a la autoridad. Esta prueba se sustituye con Jos informes 

que rindan las dependencias o fimcionarios del Instituto, en relación con 

el caso en debate". 79 

B) RECURSO INTRAPROCESAL DE REVOCA,ClÓN. 

Este recurso tiene por objeto que el particular pueda 

recllrrir las resoluciones emitidas por el Secretario General del IMSS 

o del Secretario del Consejo Consultivo Delegacional, que desechen el 

recurso de inconformidad o las pruebas afi'ecidas. 

El mismo se presentará ante el Consejo Técnico o ante el 

Consejo Consultivo Delegac/Onal correspondiente, dentro de los tres dias 

siguientes al en que surta efectos la notificación del acuerdo recurrido, 

decidiéndose de plano. Ello explica la denominación que se le da a este 

recurso, puesto que se da dentro de la propia tramitación del recurso 

de inconjonnidad, pero refiriéndose a situaciones concrecas, las cuales 

pudieran afectar el semido del fallo que recQlga a éste. 

79 1bid., pág. 151. 
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La resolI/ció" decisoria. 

La resolución definitiva se pronunclOrá dentro de los treinta dios 

siguientes al vencimiento del plazo de recepción de fas pruebas, Las 

resoluciones que pongan fin al recurso de inconformidad se dictarán por 

mayoría de votos, trátese del Consejo Técnico ConsulNvo 'o del Consejo 

Consultivo Delegaciofllll. 

La resolución referida no estará sUJeta a regla espeCial alguna, 

siendo suficiente la observancü:z de lo siguiente: los motivos de impugnación 

esgrimidos por el recurrellle; el análisis de las pruebas y la expresión de los 

fimdamentos legales en que se sllstente la resolución respectiva. 

Por último, debemos recordar que en vmud de que las cuotas 

obrero-patronales constituyen aportaciones de seguridad sQcial, según el 

al'lículo 2° del Código Fiscal de la Federación, tienen el carácter de créditos 

fiscales, motivo por el cual la resolUCIón que recaiga al recurso puede ser 

impugnada mediante la vía contenciosa administrativa ante el Tribunal Fisca! 

de la Federación. 

C) RECURSO DE OPOSICIÓN AL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN 

El .artículo 271 de la Ley del Seguro SoelOl prescribe que el 

procedil/lIenlo administrativo de ejecución para el cobro de las IlqllldaclOnes 

no cublerlas oporl1lnamente al Instll1lto Mexicano del Seguro Social, se 

slljefará a la normatividad del Código Fiscal de la Federación. Asimismo, las 

85 



oficinas para cobros de la citada dependencia conocerán y resolverán los 

recursos previstos en este último orden normativo. 

Igualmente, la suspensión del reftrido recurso se basa en las 

dzposlCiones del Código Tributario, salvo por el hecho de ser ordenada por el 

. Secretario General del IMSS o por el Secretario Consultivo conespondiente, 

pudiendo solicitarse, a elección del interesado, ante dichos fimoionaríos o ante 

las autoridades ejecutoras respectivas. 
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CAPÍTULO QUINTO. 

EL RECURSO DE REVISIÓN EN LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRA TIVO. 

Hemos podido analizar en apartados anteriores la infinidad 

de recursos administrativos contenidos y regulados en diversos 

ordenamientos administrativo¡¡ vigentes, percatándonos que la misma es 

innecesaria y reiterativa, habida cuenta que los supue¡;tos, términos, 

formalidades y demás aspectos son similares en todos ellos, razón por la 

cual resulta absurdo el que cada ley administrativa contemple uno o varios 

recursos, que en esencia no tienen otra finalidad más que otorgar un 

medio de defensa al pw·ticular para recurrir los actos y resoluciones 

emanadas de la auloritÚld administrativa. 

En este marco, la Ley Federal de Procedimientos 

Administrativo, publica en el Diario Oficial de 10 Federáción el dio 04 

de Agosto de ¡ 994, adquiere una lIIlportancía maylÍscula por cuanto a 

ser un intento del legislador por unificar los recursos adl"inistMtivos, en 

la figura del recurso de revisión. No obstante, adolecen de ciertas fallas 

que apuntaremos a lo largo del presente capitulo. 

5,1. COMPETENCIA DE LA LEY, 

El ámbito de competencia de la Ley Federal de Pl'OcedimienlO 

Administrativo está deternúnada por su articulo 1 a, el cual textualmente 

indica: 
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"Las disposiciones de esta ley son de orden e inferés pú.blicos, y 

se aplicaran en los actos, procedimientos y resoluciones de la Administración 

Pública Federal centralizada, sin pel]'uicio de lo dispuesto en los Tratados 

Inlernacionales de lo que México sea parte, 

"El presente ordenamiento no será aplicable a las materias de 

carácter fiscal, financiero, responsabilidades de los sel1Jidores públicos, 

electoral, competencia económica, justicia agraria y laboral, así como al 

Ministerio Público en ejercicio de sus funciones constitucionales. 

"Para los efectos de esta ley sólo queda exc/uida la materia 

fiscal tratándose de las cOnlribuciones y los accesorios que deriven 

directamente de aquéllas" 

Del análisis del primer párrafo del artículo transcrito, inferimos 

que dicho ordenamiento se aplica únicamenle a los actos, resoluciones y 

procedimientos de la Administración Pública Federal centralizada, salvo 

algunas materias o lo que indiquen los Tratados Inlernacional signados por 

nuestro país. Empero, también podemos notar que es imprecisa en cuanto al 

órgano encargado de su aplicación, tal aseveración la reforzamos con el 

comentario vertido por el maestro Miguel Acosta Romero: 

"El arlÍcula 1" de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo es sumamente vago en cuanto no determina con precisión cuál 

es la autoridad competente para aplicarla, en efecto, el párrafo que dice: "se 

aplicará a los actos, procedimientos, resoluciones de la Administración 

Pública Federal Centralizada" es tolalmente impreciso, pues hablar de 
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Administración Pública Centralizada es una generalización, ya que no define 

que órganos del Estado Federal la componen". 80 

Antes de proseguir, debemos saber en qué cOnsiste ésta. De 

conformidad con el artículo 90 de la Constitución Federal, unp de las formas 

de la Administración Pública Federal es la centralizada (la otra es la 

paraestatal), cuya estl1/ctura está integrada de aCl/erdo a lo dispuesto en el 

párrafo segundo del articulo J o de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, por la Presidencia de la República, las Secretarias de 

Estado, los Departamentos Administrativos 81 y la Procw'aduria General 

de la República ". 

La centralización gira en torno a la figura de un órgano central 

decisorio y jerárquico conocido como Presidente de la República. 

Por ello la centralización, en opinión de Jorge Olivera Toro, es 

"la estrl/ctl/ra en la cual el conj1mto de órganos administrativos de un país 

están enlazados bajo la dirección de un órgano central único y encuentran su 

apoyo en el principio de la diversidad de fimciones pero den/Ya de un orden o 

relación en el que el impulso y la dirección la llevan los centros superiores o 

directivos, y la ejecución los subordinados o inferiores "~o 82 

80 Acosta Romero, Miguel, el. nI., Ler Federal de Procedimiento Admil1istratil'o l' Lel' de 
Procedimiel1to Administrativo del Distrito Fedeml Comentadfls, Edil. Pornífl, S.A .. 3~ edición, 
M¿'dcu, 1997, pág. 191. 
81 El IÍnico Departamento Ad",í"istratil,o e\.'iste"te (Departamento del Distrito 
Federal),desapareceró a partir de lfl toma de posesión del Gobernador de ésta Capital, el 5 de 
Diciembre de 1997. 
1} Cfr. Delgadillo Guliérre;;, Luis Humberfo, Elementos de Derecho Adl11i"istrati~'ot Edit. Umusa, 
.Jo. ed. M¿~ico, 1994, pogs. 88·89. 
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o como qfirma Miguel Acosta Romero "la centralización es la 

forma de organización administrativa en la ellallas unidades y órganos de la 

Administración Pública, se ordenan y acomodan arliculándose bajo un orden 

jurídico a partir del Presidente de la República, con el objeto de unificar Jas 

decisiones, el mando, la acción y la ejecución ". 83 

POI' su parte, la Administración Paraes/atal que de acuerdo con 

lo previsto con el tercer párrafo del artículo primero de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal se integra por: R4 

"Los organismos descentralizados, las empresas de 

participación estatal, las instituciones nacionales de crédito, las instituciones 

nacionales de seguros y fianzas y los fideicomisos, componen la 

administración pública paraes/atal". 

"El concepto "administración paraestatal" nos da la idea de una 

organización administrativa paralela a la centralizada, ya que el término 

''paraestatal'' significa "al lado de ", es decir que aunque Sé trata de l/na 

organización de la administración pú.blica, no está integrada en la forma 

centralizada, por lo que tiene su propia estructura y fimcionamiento. ya que, 

de acuerdo con lo disp"esto por la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal, está integrada por organismos descentralizados, empresas 

de participación estatal, instituciones y jideicornisos, órganos que el artículo 

83 Acosta Romero, Miguel, Teoría Gel1eral del Derecho Adminisfrntil'o, Edil. PorrlÍa, S,A., 110, 
ed., Mb:ico, 1993, pág. 69, 
84 De/gadillo Guriérrez Luis Hllmberto, Op. cit. pág. 92. 
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tercero de la Ley Orgánica denomina entidades, a diferencia de las 

dependencias que integran la organización centralizada ". 85 

De acuerdo lo anterior, la Administración Pública Paraestalal es 

la forma de organización administrativa que, según 10 establece la Ley 

Orgánica se conforma paralelamente a la administración centralizada, 

mediante organismos descentralizados, empresas públicas, instituciones y 

jideicomisos públicos, para la realización de actividades especijicas de interés 

público, con una estructl/ra, jimciones, recursOs y personalidad jurídico 

independiente del Estado. 

Dado que cada una de las formas de organización señaladas con. 

antelación tienen características particulares, y puesto que sería prolijo 

abordarlas y desviaría un tanto nuestra atención sobre el tema central que nos 

ocupa no entramos en el estudio par/icl/lar de cada lIna de ellas. 

Retomando entonces el análisis sobre dicho precepto, inferimos 

que tiene aplicación por cuanto a los actos, procedimientos y resoluciones de 

los órganos integrantes de la Administración Pública Federal Centralizada, 

entendiendo como tal simplemente a la Presidencia de la República y las 

Secretarías de Estado. En consecuencia, en el segundo párrafo del artículo 1°, 

se determina la inaplicabilidad de la ley a las malerias de carácter fiscal, 

financiero, responsabilidades de los Servidores Púbhcos, electoral, jusricia 

agraria ya labora!, así como la GClUación de! !vfinistel';o Público en cuanto a 

sus fimciones constitucionales. 

u Detgadillo Glltiérrez, Luis HUn/berto, Elementos de Derecho Admillistrativo, Edil. Linllls(/, 4a 

ed, México, 1994, pág. 92. 
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Al respecto, otra vez recurrimos a lo expuesto por el 

maestro Acosta Romero quien seña/a que: "La enumeración es por 

demás incierta e indefinida, pues son ocho rubros los ql/e están 

considerados genéricamente y que dan lugar a graves dudas de 

interpretación; pues por una parte se excluye la materia fiscal 

tratándose de las contribuciones y de los accesorIOs. r a este particular, ni 

siquiera hace reforencia al Código Fiscal de la Federación, que en su artículo 

2" clasifica como contribuciones a los impuestos, aportaciones de seguridad, 

contribuciones de mejoras y derechos, de donde quedan excluidos los 

aprovechamientos y los productos". 86 

Por su parte el tratadista Alberto Sánchez Pichardo considera 

que "La materia fiscal no es excluida totalmente de su competencia, sino sólo 

en lo relativo a contribuciones y los accesorios que deriven de éstas ".87 

A nuestro juicio, de los dos criterios planteados por ambos 

/ratadislas, el segundo es más concre/o, plles estamos de acuerdo en que 

también incurrió en imprecisión el legislador al decir que exceptúa a la 

materia fiscal y después previene que dentro de esle rubro solamente se 

exceptúan de la esfera de competencia de dicha ley las contribuciones y sus 

accesorios. 

Finalmente, tratándose de materia de competencia económica y 

prácticas desleales de comercio internacional, sólo es aphcable el artículo 4A 

del propio ordenamiento. 

&6 Op. cit. pág. 234. 
8

1 Sánchez Piclwl'dQ, Alberto, Los Medios de Im/JIlguación en Materia Administ1'atil'fl, Edil. 
Pomín, S.A.) red., pág. 133. 



Por lo que hace al artículo r de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, señala lo siguiente: 

"Esta Ley se aplicará sllpletoriamente a las diversas leyes 

administratlvas regllladOJ; por la misma. El Código Federal de 

Procedimientos Civiles se aplicará, a su vez, supletoriamente, .a esta ley en lo 

conducente ", 

Respecto a este precepto. el Licenciado Sónchez Pichardo opina 

que "Según este dispositivo normativo, la Ley se aplicará supletoriamente a 

las diversas leyes administrativas; lo que implica que no existe derogación 

alguna de ellas o parte de ellas. pues aplicar "supletoriamente" quiere decir 

aplicar la Ley Federal de Procedimiento Administrativo en forma 

complementaria a la ley particular cl/ando en ésta no encontremos l/na forma 

procedimental determinada necesaria para la integración del procedimiento. y 

110 se contravenga con ella dicha ley específica ". 88 

Por el mismo tenor se eApresan los Licenciados Acosta Romero 

Herrán Salvalli y Venegas Huerta. al comentar que "Establece l/na 

declamtoria de sllpletoriedad geneml respecto de: "las leyes reguladas 

por la misma", creemos que su texto es un monumento a la vaguedad ya la 

imprecisión, pues no se desprende o no se sabe cuáles son las "leyes 

reguladas por la misma", expresión desafortunada y sin contenido concreto, 

pues no las enumera, ni las cila", para posteriormente concluir que "De todo 

lo anterior, resalta que la ley en comentario es l/na ley marco y tiene un 

carácter eminentemente supletorio, es deCIr, que prevalecen lodas las 

u DI" ciJo pág. 135. 
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disposiciones de las leyes administrativas y sólo en caso de lagunas en cada 

ley, o de remisión expresa, se aplicará la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo",89 

Consideramos conveniente precisar el concepto de 

slIpletoriedad. para lo cual recogemos nuevamente fa opinión de los maestros 

Acosta Romero, Herrán Salvatti y Javier Venegas: "Es una institución que 

opera cuando existiendo una figura jurídica en un ordenamiento legal, ésta no 

se encuentre regulada en forma clara y precisa, por lo que es necesario 

recurrir a otro cuelpo de leyes para determinar sus particu.laridades; y es un 

principio de derecho que la suple/oriedad respecto de un ordenamiento por 

otro, el que se pretende suplir. lo admita expresamente en alguno de sus 

arliculos, y que, además señale la jerarquía de los estalUtos aplicables ", 90 

Es sumamente curioso observar que la imprecisión del artículo 

2' de la ley en commto, no observó lo sostenido por los Tribunales Colegiados 

de Circuito: 

SUPLETORIEDAD DE LA LEY.- REQUISITOS PARA QUE 

OPERE. Los requisitos necesarios para que exista la supletoriedad de una 

norma respecto de otras, son: 

a) Que el ordenamlenlO que se prelenda supll/' 10 admita 

expresamente, y señale el estatuto suplelOrio: 

890p. cii. p. 237. 
90 ¡bitL 
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b) La previsión de la institución jurfdica de que se trate en el 

ordenamiento objeto de la supletoriedad: 

e) Que no obstante esa prevención, las normas eXiStentes en lal 

cuelpo jurídico sean inslificientes para su aplicación a la silUación 

concre/a presentada. por carencia tolal o parcial de la reglamentación 

necesaria; y 

d) Que las disposiciones o principio con los que se vaya a 

llenar la deficiencia no contrarien de cualquier modo, las bases esenciales 

del sistema legal de sustentación de la institución suplida. Ante la falta de 

uno de estos requisitos. no puede operar la supletoriedad de una 

fegis/ación en otra. 

Jnstancia: TribulJales Colegiados de Circuito. Frlellle: Semanario 

Judicial de la Federación. Época: 8'. Tomo: IX JlInio. Tesis J. 4" e 42 

K. Página: 429. Clave: TC014042 CKO. 

Como podemos notar, el legislador rompe con el principio 

de la supletoriedad con el establecimiento de esta disposición pues 

coincidimos con ambos tratadistas de que no se debe "jugm'" con una 

prenüsa del derecho tan iúzportante y delicada, pues finalmente rompe 

también con la intención de la Ley Federal de Procedimiento 

Adminisfrativo, que es la de unificar y simplificar el trámite del o los 

medios de impugnación para el particular. 
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Ahora bien, tales consideraciones necesariamente nos conducen 

al análisis del artículo 2° Transitorio, en el cual se establece lo siguiente: 

"Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo 

establecido en esta ley, en particular los diversos recursos administrativos ck 

las diferentes leyes administrativas en las materias reguladas por este 

ordenamiento. Los recursos administrativos en trámite a la entrada en vigor 

de esa ley, se resolverán conforme a la ley de la malena", 

Es evidente qu.e este precepto reviste contl'a(licción con lo 

señalado por el artículo 2° de la ley, pues si ya está marcando que 

supleloriamente se debe aplicar la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo a las divel'sas leyes administraJivas que regula, no es 

congruente establecer que deroga las leyes que al mismo tiempo sigue 

regulando, amén de que ni siquiera cita cuáles son éstas, razón por la cual 

nuevamente nos apoyamos en lo expuesto al respecto por los Licenciados 

Acosta, Herrán y Venegas: "Es un contrasentido afirmar que una ley regula a 

otras leyes administrativas y no se dé el fundamento ConstituCional para esa 

afirmación, pues en principio, todas las leyes ordmarias o secundarlOs llenen 

igual rango, no hay prevalencia de unas sobre otras ". 9/ 

Por su parle, el Licencwdo Sánchez Pichardo, "En el artículo 

Segundo Transitorio, se determina, la derogación de los distintos recursos 

contemplados en las leyes administrativas, lo que era además consecuente con 

la intención del legislador en su exposición de motivos, al tralar de 

unificar el procedimiento administrativo en general. Esta contradicción que, 

91 Acosla, Herrán y Venegas, Op. cit., pág. 248. 
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desde nuestro punto de vista, está presente en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo desemboca en inseguridad jllridica para el 

gobernado ". 92 

En consecuencia, surge una disyuntiva en relación al conflicto 

que provocan ambas normas, pues suponiendo que promovemos un recurso de 

revisión con fimdamento en el articulo 124 de la Ley de Aguas Nacionales, y 

los articulas 190 a 197 de su Reglamento, el recurso así promovido, según lo 

dispuesto por el citado al'/ículo transitorio, no sería proceden/e; sin embarga, 

seglÍn lo previsto por el artículo 2° de la Ley Federal de Procedimiento 

Administralivo, sí es procedente ya que ésta se aplica sllpletoriamente a las 

leyes administrativas por ella regulada. 

A nuestro juicio, la postura que debiera adoptar la autoridad, 

será la de dar entrada al recurso y aplicar el criterio de la suplencia de ley, 

esto es, que los preceptos legales invocados puedan ser corregidos, siempre y 

cuando su improcedencia no sea manifiesla y cumpla con los elementos 

esenciales de/recurso. 

Los Tribunales Colegiados han resuello con relación a lo 

anterior, lo siguiente: 

RECURSOS ADMINISTRA TIVOS, PROCEDENCIA DE 

LOS.- No siendo manifiesta /0 improcedencia de los recursos 

administrativos, aún siendo opinable la cuestión las autoridades deben entrar 

al fondo de los asuntos que se les plantean, pues los reC1Irsos, juicios y medios 

9] Sál1chez Pie/wrdo, Atberto, 01'. cit., pág. 135 

97 



de defensa en general, han sido creados para otorgar a los ciudadanos medios 

legales de facihtar la defensa de SllS derechos, por lo que al examinar su 

procedencia, no deben ser tratados con /In rigorismo que los convierta en 

trampas procesales que, en vez de facIlilar, obstaculicen la defensa de tales 

derechos. La intención del legislador no debe estimarse como la de crear un 

laberinto en el que se extravían los afectados por resoluciones administrativas, 

sino como medios para lograr, en lIn estado de derecho, la solución legal de 

los conflictos y controversias. 

Primer Tribullal Colegiado en Materia Administra/iva de! Primer Circuito. 

Tribunales Colegiados de Circuito. Semanario Judicial de la Federación, 

Época 7~ Volllmell 60. Parle Sexla, Sección: Jllrispmdencia, página 73 . 

. '0. EL RECURSO DE REVISIÓN. 

El recurso de revisión se encuen1ra previsto en el Titulo Sexto, 

Capitulo Primero, de la Ley Federa! de Procedimiento Admin;Sll'ativo. Su 

importancia esü';ba en constituir un primer intento del legislador por unificar 

los recursos administrativos en nuestro país, 10 cual justifica en cierta manera 

la deficiente regulación en algunas cuestiones que oplicaremos 

posteriormente. 

Sea como fitere, consllluye un argumento firme para sustentar 

nuestra tesis unificadora de los recursos adnWlistrarivos, que permIta al 

gobernado aspirar n l/na verdadera defensa en sus intereses. 
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5.2.1. SUBSTANCIACIÓN. 

A) AClos impugnables. 

Este recurso procede contra actos y resoluciones de las 

allloridades de la Administración Pública Federal Centralizada, con las 

excepciones antes consignadas en el articulo 10 del ordenamiento en cuestión, 

que pongan fin o/ procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan 

un expediente. 

Como ya lo mencionamos, el recurso de reviSión previsto por 

es!e ordenamiento procede contra actos, procedimientos y resoluciones de 

/a Administración Pública Centralizada, de /0 cual se desprende a contrario 

sensu, que no se aplicará cuando aquéllos dimanen de 1/n órgano que no 

per!enezca a la Administración Centralizada, como ejemplo podemos citar 

el caso de/ IMSS, que al ser un órgano descentralizado. mediante e/ 

procedimiento administrativo ejecutivo requerirá el cobro de las 

liquidaciones que no le hubieren sido cu.biertas. Luego entonces, si bien es 

cierto que con fundamento en el artículo 291 de la Ley del IMSS, la 

autoridad encargada de aplicar dicho procedimiento será la Secretaria de 

Hacienda y Crédito Público con sujeción a 10 preVisto por el Código 

Fiscal de la Federación, y que ésta dependencia pertenece a la 

Administración Centralizada, no procederá la Interposición del recurso 

contemplado por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

b) Plazo para Sil interposicióll. 
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Según lo establece el artículo 85 de la ley, el plazo para 

interponer el recurso de revisÍón será de quince días computados a pan;,. del 

día sigl/ienle a aquél en que hubiere surlido e/eclOs 10 nOlijicación de la 

resolución que se vaya a recurrir. 

e) Órgano cOIJlpetellte para cOllocer. 

Conforme lo estipula el numeral 86 del mismo ordenamiento, el 

medio de impugnación deberá presentarse ante la allloridad que emitió el acto 

qlle se impugna, sin embargo, éste será resuello por el superior jerárquico. 

De 101 suerte que aunque el escrito sea presentado ante la 

autoridad a fa cual se fe reclama el acto emifido, se trata de zm recurso de las 

l/amados jerárquicos, ya que es una autOrIdad superior la encargada de 

dirimir el recurso. 

Desa/orlU/wdamente. este precepto presenta una laguna al no 

contemplar la hipótesis en que la resolución impugnada haya sido emitida por 

un Secretario de ESlado, pues seria incorrecto que jitera el Presidente de la 

ReplÍb/¡ca quien lo resolviera. 

ti) Requisitos formales. 

La /ormalidod exigida por el orlíclllo 86 radica el1 la eXlgel1ciO 

de ser presentado por escrito, contemendo /0 slgmen/e: 

"1. El órgano administrativo a q/llen se dirige; 
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JI. El nombre del recurrente y el rercero perJudicado si lo 

hubiese, así como el Jugar que se señale para efectos de notrficaciones; 

1IJ. El acto que se recurre y fecha en que se le notificó y tuvo 

conocimiento del mismo; 

lV. Los agravios que se causen". 

De lo anterior, es de críticar que el legis/ador no haya previsto 

la situación en la cual el recurrente omite alguno o algunos de los requisitos 

señalados, un término para subsanarle y los efectos de tal omisión, por /0 que 

inlelpretando lo dispuesto en el articulo segundo de la Ley Federal e 

Procedimiento Administrativo, se tiene que aplicar la ley administrativa 

correspondiente o en S1l defecto el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

No obstante, si lo que se pretende con el recurso de revisión es una regulación 

apropiada y totalizadora. resulta incongruente el pretender llenar los huecos 

de la ley con otros ordenamientos. 

e) Docuff/elllos que deben "coff/pUlia,se. 

Otra aberración del legislador estriba en confimdir los requisitos 

de forma con los documentos a acompañar al escrito de revisión, por lo que en 

una conveniente interpretación de! artículo 86, los documenLOs que deben 

anexarse al escrito de referencia son· 

"V. En su caso, copin de la resolución o (Iclo que se impugna y 

de la notificación correspondiente fratóndose de aClos que por no haberse 
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resuelto en tiempo se entiendan negados, deberá acompañarse el escrito de 

iniciación de! procedimiento, o el documento sobre el Clla! no hubiera recaído 

resolución alguna; y 

VI. Las pntebas que ofi'ezca, que tengan relaCIón inmediata y 

directa Con la resolución o acto impugnado, debiendo acompañar las 

documentales con que cl/ente, incluidas las que acrediten su personalidad 

cuando actúen a nombre de otro o de personas morales". 

Igual comentario al señalado para los requisitos del recurso, 

deben ser aplicados para las documentales, en el sentido de la omisión de 

alguno de ellos. 

f) Opciollalidad 

El artículo 83 de la Ley Federal de Procedltlliento 

Administrativo contempla la posibilidad de que el afectado por los actos de 

autor;dad administrativa, pueda interponer el recurso de revisión o intentar 

las vías judiciales correspondiemes. En este último supuesto, estamos 

refiriéndonos al juicio de nulidad y al juicio de amparo. Es importante 

precisar que no obstante lo establecido por la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, no se puede pasar por alto que para la interposición del juicio 

de garantias, se debe atender al prinCIpio de definiJividad, esta es, que en caso 

de optar por el recurso ordinario para Impugnar una resolucÍón de autoridad 

administrativa, se deberán agorar las instancias corre.spondienles para no 

violar dicho principio, lo anterior lo re/orzamos con lo vertido por la Suprema 

Cone de JustlciO de la Nación: 
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LEYES, RECURSOS QUE DEBEN AGOTARSE 

PREVIAMENTE AL AMPARO CONTRA. SI EL INTERESADO ESCOGE 

EL RECURSO O MEDIO DE DEFENSA LEGAL. POR VIRTUD DEL 

CUAL PUEDA SER MODIFICADO, REVOCADO O NULlFlCADO EL 

PRIMER ACTO DE APLICACIÓN DE LA LEY, OPERA EL PRINCIPIO 

DE DEFlNITlVIDAD DEL JUICIO DE AMPARO.- De acuerdo con el 

criterio flexible y equitativo del tercer párrafo de la Facción XJJ del artículo 

73 de la Ley de Amparo, adiCIOnado por el Decreto de 3 de enero de mil 

novecientos sesenta y ocho, publicado en el Diario Oficial de tremla de abril 

del mismo año, en vigor a los cIento ochenta dlas siguientes al de su 

publicación (28 de octubre de 1968). SI contra el primer acto de aplicación de 

la ley combatida procede algún recurso o medio de defensa legal, por virtud 

del cua! pueda ser modificado, revocado a nulificado, será optativo pa!'Cl el 

interesado hacerlo valer o impugnar, desde Juego, la ley a través del Juicio de 

amparo. Sin embargo, si el interesado opta por el recurso o medio de defensa 

legal, y si ese recurso o medio de defensa legal es procedenJe, opera el 

principio de definitivdad que rige en el juicio de amparo, quedando ob/¡gado 

el interesado a recorrer, previamente a la inte¡posición de la acción 

constitucional. todas las jurisdicciones y competencias a virtud de' ejercicio de 

los recursos ordinarios tendientes a revocar o modificar el acto lesivo a sus 

in.tereses. 

PIel/o, Sellllll/ario Judicial de la Federaciól/, Época 7" Volu1I1et/ /8/-186, 

Parle Primera, Sección Jllrú1Jrlldellcia, página 252. 

Sin embargo, considenfl}lOS que se debe tener cuidado si se opta 

por int€Jponer directamente el j¡¡jcio de amparo, pues se debe procurar no 
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violar, como ya dijimos, el principio de definitividad, pues existe también aIro 

criterio, según el cual esta elección no corresponde al particular, sino al 

órgano jurisdiccional. quien determinará en última instancia la procedencia 

del juicio de amparo. 93 Al respecto, el Tribunal Colegia,do de Circuito 

expresa lo siguiente: 

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. CORRESPONDE A LOS 

ÓRGANOS JURISDICCIONALES Y NO A LOS PA'RTICULARES 

DETERMINAR SI DEBE AGOTARSE O NO. No basta que el peticionario 

de garantías haga valer en su demanda exclusivamente violaciones directas a 

la Constitución Federal para exonerarlo de agotar el principio de 

definitividad, sino que el juzgador debe examinar en cada caso concreto el 

acto alltoritario para determinar si carece o no de la debida fimdamentación, 

como exige el articulo 73, fracción XV, último párrafo, de la Ley de Amparo 

para proceder en consecuencia; ya que de otra manera quedaría al arbitrio 

del quejoso y no del órgano jurisdiccional determinar la procedencia del 

juicio de amparo con sólo invocar violaciones directas a la Ley Suprema. lo 

que no puede permitirse. 

Primer Tribllnal Colegiado del Décimo NOI'ello Circuito. Tríb/tlJales 

Colegiados de Circuito, Semallario Judicial de la Federación JI Sil Gacela, 

Época 9~ Tomo I Abril de 1995. 

g) Pmebas. 

Y3 Sánc/rez Pichardo, AlbertQ, Op. cit. pág. 139. 
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Ciertamente la Ley Federal de Procedimiento Administrativo no 

destina un apartado expresamente para las pruebas, Sin embargo, la Facción 

VI del artículo 86 determina que deben tener relación inmediata y directa con 

la resolución del recurso, aquellos hechos, documentos o alegatos del 

recurrente, cuando pudiendo aportarlos así no lo hubiere hecho, 

Esto ,,¡timo, representa 1/n revés contra lafinalidad perseguida 

por los recursos administrativos, pues lo ideal hubiera sido que la ley previera 

la facultad a cargo de la autoridad para allegarse de los mediós de convicción 

que juzgara convenientes para emitir una resolución lo más justa posible, y no 

limitarse únicamente a las pruebas ofrecidas por e/recurrente> 

5.2,2. CAUSAS DE SOBRESEIMIENTO. 

Las mismas están especificadas en el articulo 90 de la 

multicítada ley, que textualmente señala: 

J. "El promovente se desista expresamente del recurso: 

!J. El agraviado fallezca durante el procedimiento, si el acto 

respectivo sólo afecta su persona>; 

/JI. Durante el procedimiento sobrevenga nlguna de las causas 

de improcedencia a que se refiere el artículo antenor; 

IV. Cuando hayan cesado los efectos del ocIo respectivo; 
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V Porfalta de Ob¡elO o materia del acto respecllvo: 

VI. No se probare la exis/enc/G del acto respeclIvo ". 

De las causales de sobreseimiento, la úlrima es inaplicable, "ya 

que no es obligación del recurrente probar lo exislencia del aclo respectivo, 

pues basta con que se presente la COpIO de la resolución impugnada para que 

se considere como existente ". 9-1 

5.2.3. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA. 

Estas Causales están preVIstas en el articulo 89. a saber: 

l. "Contra actos que sean materia de o/ro recurso JI que se 

encuentre pendiente de resolución, promovido por el mismo recurrente y por 

el propio aClo impugnado ". 

En este caso, si el recurrente ha promovido con antelación 

recursO alguno, no podrá intelponer otro hasta en tanto no se resuelva éste, 

siempre y cuando se trate del mismo recurrente y el mismo acfo. 

JI. Contra actos que no qfect€11 los intereses jurídicos del 

promovenle; 

Esta disposición no tIene gran complejldad, pueslO que en la 

práctica se observa que la autondad se abstiene de eSllldwr el londo del 

94 Armiel1/fI Hernálldez. GOIIZII/O, Op. cil., pág. /35. 
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asunto cuando el acto que se impugna no fe cause al particuTar ningún agravio 

en sus derechos. 

IlI. Contra actos consumados de 1/n modo irreparable. 

Esto resulta lógico, pues carecería de semido que el particular 

interpusiera este medio de impugnaCIón a sabiendas de que aún resolviéndose 

favorablemente a sus intereses, no podría remediar la ajéc/ación que 

previamente le hubiere ocasionado el acto recurrido. 

IV. Contra actos consentidos expresamente; 

En este caso, simplemente el recurrente ha admitido la 

consumación del aclo, es decir, acala lo resuelto por la amoridad o en su 

defocto no interponga ningún rec1/l~O dentro del plazo que la ley respectiva le 

confiere. 

A decir del mIsmo tratadista, "entendiendo por 

"consentimiento" el que no se haya promovido el recurso en el término que la 

norma aplicable señala al efocto ". 95 

Por S1/ parte, el Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 

Administrativa, ha emitido la siguiente tesis al respecto: 

CONSENTIMIENTO DE LA RESOLUCIÓN 

ADMINISTRATIVA, CONFIGURA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA 

9J [dem. 
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y SOBRESEIMIENTO.- Atendiéndose a lo dispuesto por los artículos 202, 

fracción IV, y 203. fracción fI. del CódIgo Fiscal de la F«deración, debe 

entenderse que procede declarar el sobreseimiento del juido de nulidad, 

cuando de CJutos se desprende qlle, la demandante reclame la nulidad de la 

resolución administrativa recaída a un recurso adnünistrat;vo. cuando en 

dicha resolllci6n se declaró extemporáneo dicho recurso, sobrrseyéndose a su 

vez el mismo, móxime si en la demanda no se combatió este as~ecto. 

Re.'¡sión N' /278/85. - Resllelta en sesión de 2 de Marzq tle /988, por 

unanimidad de 7 .'otos, - Magistrado Ponente: Alfonso Milla Negrete. 

Secretaría: Lie. Mario Meléndez Agllifera. 

V. Cuando se esté tramitando ante los tribunales algún recurso o 

defensa legal interpuesto por el promovente, que pueda tener por efecto 

modificar, revocar o nul;¡icar el acto respectivo. 

Con tal disposición se le previene al rec"nente para que 

intente una sola vEa, aún cuando la ley le determine la opcionabilidad 

entre impugnar un acto mediante el recurso administrativo, o a través 

de la vía jurisdiccional. La razón de /0 anterior estriba en que si se le 

permitiera al particular impugnar en dos vías diversas un mismo aclo, 

existiría /a posibilidad de que se llegara a situaciones resueltas 

contradictoriamente, lo que se evita haciendo que el conocimiento del 

asunto sea trami/ado por una soja autoridocJ, alÍn en el caso de que 

no se haya interpuesto medio de defensa contra el acto en concreto, 

pero sí contra otro que se encuentre relacionado con él y que le afecte por 

estar conexas. 
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El tratadista Alberto Sánchez Pichardo alude al respeclO que: 

"De la misma forma que en la físICO dos cuerpos no pueden ocupar el mismo 

espacio simultáneamente (principio de Arquímedes de la exclusión de los 

cuerpos, o Primera Ley de lo Hidrostática); en el procedimiento legal 

administrativo, dos v{as no pueden ser ocupadas por un actor de manera 

simultánea para impugnar la misma resolución (principio de exclusión de las 

vias procedimentales). o, 

5.2.4. RESOLUCIÓN. 

Los diversos efectos que recaen a la resolución de! recurso de 

revisión, están contemplados en el artículo 91 del mismo ordenamiento, 

pudiendo ser en tales semidos: 

f. "Desecharlo por improcedente o sobreseerlo; 

JI. Confirmar el acto impugnado; 

Uf. Declarar la ineXistencia, nulidad o anulabilidad del acto 

impugnado o revocarlo total o parcialmente; y 

IV. Modificar u ordenar la modificación del acto impugnado o 

dictar 1f ordenar expedir uno nuevo que /0 sustituya, cuando el recurso 

interpuesto sea total o parcialmeme resuelto a lavor del recurrente". 

~6 StÍndtez PicJumlo, Alberto, Op. eh púg. 465. 
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Emilio Margáin se cuesOona la clase de resolución que LÍene por 

no interpuesto el recurso de revisión, afirmando "según el caso deberá 

acudirse al juiCio de nulidad o juicio de garantias demostrando la 

improcedencia del acto que tiene por no interpuesto el recurso, sin entrar al 

fondo del asunto ". 97 

Dando cabal cumplimiento a lo ordenado por el artículo 16 

constitucio11ll1, la resolución del recurso de revisión esta."á fundada en 

derecho, examinando totbs y cada una de los agravios hechos valer por el 

recurrente, teniendo la autoridad la facultad de invocar hechos notorios. No 

obstante, cuando uno de ellos sea suficiente para desvirtuar la validez del acto 

impugnado, bastará con el examen de éste. 

El segundo párrafo del articulo 92 de la Ley, plantea la 

suplencia de la queja, al estipularse que, "la autoridad, en beneficio del 

recurrente, podrá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos 

qlle se Consideran violados y examinar en su conjunto los agravios, así como 

los demás razonamientos del recurrente, a fin de resolver la cueslÍón 

efec/ivameme plomeada, pero sin cambiar los hechos expuestos en el 

recurso ". Luego entonces, tal suplencia confirma el principio general del 

derecho que versa: "dame los hechos que yo te daré el derecho ". 

El penúltimo párrqfo del artículo 92 represen/a otro ejemplo de 

suplencia de la qmja, al disponer que: "Igualmente deberá dejar sm ejecfos 

legales los actos administrativos cuando advierta una legalidad manifiesta y 

'J' lbident. pág. 169. 

110 



los agravios sean insuficientes, pero deberá fimdar cuidadosamente los 

motivos por los que consideró ilegal el ocIO y precisar el alcance en la 

resolución". Es decir, existen actos notoriamente ilegales, por lo cual 

resultaría injusto que la autoridad no fos dejara sin efectos, 

únicamente por no haber expresado el recurrente los agravios 

correspondien/es. 

El tíltimo párrafo del artículo 92 pres<:ribe: "si la 

resolución ol'dena realizar un determinado ocIo o iniciar la reposición del 

procedimienlO, deberá cumplirse en un plazo de cl/atro meses ". Surge 

una interrogante respecto a saber o que acontecería para el caso de que 

la auloridad no cumpla con lo ordenado en la resolución en el plazo 

estipulado. Consideramos que lo más prudente es imponer una sanción 

para evitar que la autoridad cumplimente la resolución excediéndose 

del que la ley otorga para tal efecto, en petjllicio de 108 intereses del 

recurrente. 

Otras peculiaridades de la resolución del recurso admin.istrativo 

son las sigrlientes: 

a) No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en 

la parte no impugnada por el recurrente. La razón de ello estriba en que la 

autoridad supone que al no haber impugnado el recurrente alguna parte del 

acto administrativo, se entiende consentido. 

b) La resolución expresará con claridad los ocIOs modificados, 

101010 parCialmente. 
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c) Cuanda hayan de tenerse en Cl/enta nuevos hechos o 

documentos que no obren en el expediente original derivado del acto 

impugnado, se manifestarán los interesados que formulen sus alegatos y 

presenten los documenJos que juzguen convenientes, en un plazo no menor de 

cinco díos ni mayor de diez, 

d) No se considerarán en la resolución del recurso, hechos, 

documentos o alegatos del recurrente, cuando no los haya pporlado en el 

procedimiento administrativo sin causa justificada. 

Por último, el artículo 95 contempla el caso en que la autoridad , 
está facilitada para dejar sin efrctos un requerimiento o una sanción, de oficio 

o a petición de parte inJeresada, solamente cuando se esté en presencia de un 

error manifiesto o el particular demuestre que ya habío dado cumplimiento 

con antelación. La tramitación de la declaración no constitl~irá recurso, ni 

suspenderá el plazo paya la interposición de éste, y tampoco suspenderá la 

ejecución del aClo. 

5.3. CRITICA A LA DIJIERSIDAD DE RECURSOS ADMINiSTRATIVOS. 

En los ctÍpí¡¡ilos que antecedieron hemos podido percatarnos de 

la multiplicidad de recursos previstos en las leyes administrativas en vigor (sin 

contar con los contemplados en [as leyes tributarias o en reglamentos de las 

leyes administrativas). 

Igualmente, estimamos que SI bien la creación del recurso de 

revisión file consignado en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
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constituye un esfuerzo del legislador por contemplar un medio de defensa 

Clplicable a los actos y resoluciones de las autoridades administrativas 

perlenecientes a la Administración Pública Feder~l Centralizada, que pongan 

fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvah, un expediente, 

es inslificiente, por las siguientes razones: 

a) No aharca los actos o resoluciones emitidos en malerias de 

carácter fiscal (tratándose de contribuciones y accesorifls), financiero, 

responsabilidades de los servidores públicos, electoral, jll~ticia agraria y 

laboral, ni al Ministerio Público en ejercicio de sus filnciones constitucionales. 

'Lo recomendable sería que la ley, sin excepción abarcara todos los actos y 

resoluciones provenientes de la Administración Pública Federal Centralizada. 

b) Carece de sistematización en su denominación y en las 

requisitos formales que determinan su procedef/Cia. 

c) Existen lagunas en la regulación del recursd, administrativo, 

las cuales ya comentamos, obligando a la aplicación de norinas de carácter 

sllpletorio, tanto en las leyes administrativas de la materia de que se trate, o 

del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Por lanto, los recursos administrativos en nuestro país, en la 

forma en que se encuentran reglamentados, más que un verdadero 

medio de defensa para el administrado, ~onstitllye un auténtico lastre, 

propiciador de confilsiones y dificullades en su inte¡posición. Esta idea 

es corroborada por tratadistas de la 10110 de Jorge Escola, quien 

indica: 
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"Cuando esa unidad, claridad y propiedad no existen, el/ando 

las nomenclaturas son variables y distintas, inmediatamente se plantean 

dudas, controversias y cuestiones de todo orden, que tornan dificultosa la 

labor de quienes deben resolver, aplicando el derecho, y disminuyen la 

eficacia de la de acción de quienes deben recurrir a los medirs legales para 

defenderslls derechos e intereses", 98 

En el mismo sentido se pronuncia Alfonso Nava Negrete, al 

expresar: "."multiplicidad, variedad llena de modalidades y vericuetos 

diferentes, imponen hacerlo dúctil al propósito de obtener justicia de la 

autoridad administrativa". 99 

Humberw Briseño considera: uluego de re\Jisar 11!lS concepciones 

doctrinarias y las regulaciones positivos queda la inquietud respecto a su 

importancia, UJU1 primera conclusión es forzosa, los rectlr~os carecen de 
, 

sl§tematización, Por ello es secundario si se fija la atención' en su utilidad. 

Más que un remedio o simplemente una posibilidad de alcanzat en el plano del 

llamada procedimiento oficioso alguna ventaja o economía, se observa lino 

informalidad peJjudicial, Un caprichoso tratamiento que corresponde, punto \ 

por punto, a la dañina multiplicidad de denominaciones ". JOO 

Por otro lado, el maestro Héctor Fix Zamudio recalca la 

inseguridad jurídica que acarrea lafalta de sistematización de los recursos 

administrativos, al afirmar que: ""precisamente por la ausencia de leyes 

federales o de carácter local sobre el procedimiento administrativo, la 

96 Escola, Héctor Jorge, Op. Cit. pág. z:n 
99 Nal'a Negrete, Alfonso, Op. Cit. póg. 43. 
100 Briseño Sjerra, HumberlQ, Op. Cit. pág. 147. 
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regulación de los recursos administrativos se encuentra dispersa dentro de las 

múltiples disposiciones legales de carácter especlOlizado, 10 que ha producido 

un verdadero desorden tanto en la tramitación de las impugnaciones internas, 

como inclus;ve en la misma denominación y configuración de los recursos ". 

IUI 

En suma, si lo que se pretende con la implcintación de los 

recursos administrativos dentro de nuestro sistema jurídico, es darle al 

particular medios para .defenderse de actos o resoluciones de la autoridad 

administratIva IU) apegadas a derecho, tan loable propósito se 'hace nl/galorio 

ante la v011edad de recursos, que sólo provocan el entorpecimiento en su 

inte/posición y tramitación y confusión en el recurrente. 

Por tanto, si la justicia debe ser pronta y expedita, deben 

eliminarse reC/ll'sas administrativos, que constituyen auténtica pqja, carenle de 

sentido, por estar previstos y regulados en airas ordenamientos, excepto por la 

denominación o algún otro aspecto sin importancia. 

5.4, PROPUESTA DE UNIFICACIÓN DE LOS RECURSOS 

ADMINISTRA TIVOS, 

Ante los argumentos esgrimidos en el punlo anleJ'iOJ', sólo q1leda 

proponer alguna solución para evitar tales fallos legislativos. Nuestra 

propuesta tal vez no amerita ,~ayor reflexión o requiere de mucha 

IUI Fi.\: Znmudio, Héc/dr, Introducción a In Jl/Sticia AdminÜtraJiI'a en el Ordellnmiwto MexicnniJ, 
Edil. El Colegio Nacional, lit ed, Mb:ico, 1983, png. 147. 
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Ante ello, estimamos que lo más recomendable es la creación de 

una Ley de Procedimiento Administrativo en la cllal se determinen nítidamente 

las distintas e/ases de recursos administrativos admitidos y su régimen 

particular, de tal manera que cuando se remita a cualquiera de esas clases, 

será suficiente para lograr su individualización, evitando contemplar su 

regulación en cada uno de los ordenamientos en que se establezca. 
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CONCLUSIONES. 

La implantación del Estado de derecho es la piedra angular que 

sirve de base para la contemplación de los recursos, como 1In medio de 

defensa creado en favor del particular para que éSle pueda impu.gnar los actos 

y resoluciones emitidas por la autoridad, salvaguardando la imparcialidad y 

apego a la ley por patte de las mismas. 

En tal sentido, los recursos administrativos emergen a la vida 

jurídica como un instrumento de defensa del particular frente a los actos y 

resoluciones pronunciados por la. autoridad administrativa, previstos en las 

leyes que tienen tal carácter, en donde se establecen requisitos de forma y 

fondo q/le deben siltisfacérse por el recurrente. su substanciación, así como 

los efectos de las resoluciones, orientadas en varios sentidos: revocación, 

confirmación o flJUlldall del aeta o resolución impugnada. 

Lógicame/2le cuando no observa el particular los requisitos 
I 

previstos por la ley en la interposición del recurso, se corre et riesgo de que se 

'" le deseche, se dec/m'eprocedente o se sobresea. Por tant~, es impar/ante 

interponerlos en los ténninos y condiciones establecidos en la norma. 

Contrariamente a lo que pudiera pensarse. la multiplicidad de 

los recursos administrativos (cada le}"! administrativa contempla uno o varios 

recursos) provoca más pil/juicios que beneficios al particular, toda vez que la 

variedad de denominaciones, requisitos y subsLanciación, provoca conjilsión 

en los particulares, afectando en gran medida la debida defensa de sus 

derechos e intereses. 
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Tratando de solucionar tal disyuntiva, el legislador promulgó la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en donde previó el reC/irso de 

revisión, como un esfilerzo unificador de los recursos administrativos. Sin 

embargo, no se cumple con tal propósito, principalmente por las siguientes 

razones: 

a) Sólo procede en contra de actos y resoluciones de autoridades 

administrativas pertenecientes a la Administración Ptíblica Federal 

Centralizada, que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia 

o resuelvan un exífédiente, pero exceptuando las materias fiscal 

(contribuciones y accesorios), financiera, responsabilidades de Jos se",idoMs 

públicos, electoral, jllSticia agraria y laboral, ni al Ministerio Público en sus 

fimciones consti/ucipl1a1es. 

b) Se c{e<:lara opcional para el recurrente optar /for el recurso de 

revi;roT?, o intentar Iqj~ judiciales, a través del juicio de atrlparo .. 

c) La 1'¡;gulación es deficiente, por cuanto a tener algunas 

lagunas, que de alguna manera inciden en una defensa inadecuada a los 

intereses y derechos de los recurrentes. 

Ante tales circunstancias, proponemos la unificación de los 

recursos administrativos, a través de una Ley de Procedimiento 

Administrativo, aplicable a todas las resoluciones o ocIos de autoridad 

administrativa, en donde se siga un criterio único en cuanto a la denominación 

de los recursos, requisitos y tramitación, eliminado los recursos previstos en 

cada Una de las leyes administrativas, que la mayoría de las veces son 
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auténtica paja, que na hace más que repetir lo asentado en otra ley 

administrativa. 

Sólo de esa manera el particular efectivamente tendrá lIna 

noción más exacta del recurso a interponer, los requisitos que debe cumplir y 

la tramitación a seguir, haciendo más pronta y expedida la jw;ticia 

administrativa. 
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